
226 • AÑO IV • Nº 9 • OCTUBRE 2012

DERECHO COMPARADOPERSONADFyP

Introducción

Por medio de las presentes líneas estudiaremos 
el nombre civil  (3) en la legislación, la doctrina 
y la jurisprudencia venezolana. Haremos refe-
rencia a los autores locales que han tratado el 
punto ya sea en Manuales de Derecho Civil I Per- 

(1) “El apellido”. En: Las grandes elegías y otros poemas. 
Caracas, Biblioteca Ayacucho, 1984, p. 18.

(2) Universidad Central de Venezuela. Facultad de Cien-
cias Jurídicas y Políticas. Abogada. Especialista en Derecho 
Procesal. Doctora en Ciencias, Mención “Derecho”. Profeso-
ra Asociado. Jefe del Departamento de Derecho Privado. Jefe 
de la Cátedra de Derecho Civil I Personas. Investigadora-
Docente Instituto de Derecho Privado.

 (3) Véase: Pliner, Adolfo: El nombre de las personas. Le-
gislación. Doctrina. Jurisprudencia. Derecho comparado. 
Bs. As., Astrea, 2ª ed., 1989; Luces Gil, Francisco: El nombre 
civil de las personas naturales en el ordenamiento jurídico 
español. Barcelona, Bosch Casa Editorial S.A., 1.978; Acuña 
Anzoreña, Arturo: Consideraciones sobre el nombre de las 
personas. Argentina, Abeledo - Perrot, 1961; Karaman Be-
tancourt, María Petriza y María del Carmen Valencia Vargas: 
El Nombre como atributo de la Persona Humana. Bogotá, 
Pontificia Universidad Javeriana, 1984; Pioti, Celestino: El 
Nombre de las Personas Físicas y su relación con el Derecho 
Internacional Privado. Bs. As., Imprenta Univ. Córdoba, 
1952; Lastra Lastra, José Manuel: Nombre civil y nombre 
comercial. Instituto de Investigaciones Jurídicas UNAM, 
pp. 35-61, www.juridicas.unam.mx/publica/librev/rev/
facdermx/.../dtr3.pdf

El nombre civil en el Derecho Venezolano
Por María Candelaria Domínguez Guillén

Sumario: Introducción. 1. Noción y antecedentes. 2. Naturaleza. 3. 
Funciones. 4. Caracteres. 5. Elementos. 6. Determinación. 7. Cambio. 
8. Apellido de la mujer casada. 9. Seudónimo. 10. Sobrenombre. 11. A 
manera de conclusión.

“Desde la escuela y aún antes... Desde el alba, cuando apenas era una brizna yo de sueño y llanto, 
desde entonces me dijeron mi nombre. Un santo y seña para poder hablar con las estrellas. Tú te lla-
mas, te llamarás... Y luego me entregaron esto que veis escrito en mi tarjeta, esto que pongo al pie de 
mis poemas: las trece letras que llevo a cuestas por la calle, que siempre van conmigo a todas partes. 

¿Es mi nombre, estáis ciertos?...” Nicolás Guillén  (1)  (2)

sonas,  (4) así como mediante trabajos monográ-
ficos o artículos.  (5)

 (4) Véase: Aguilar Gorrondona, José Luis: José Luis: De-
recho Civil Personas. Caracas, Universidad Católica Andrés 
Bello, 23ª ed., 2010, pp. 159-177; Hung Vaillant, Francisco: 
Derecho Civil I. Caracas-Venezuela-Valencia, 2ª ed., 2001, 
pp. 189-210; Graterón Garrido, Mary Sol: Derecho Civil 
I Personas. Caracas, Ediciones Paredes, 2ª ed., 2010, pp. 
77-87; La Roche, Alberto José: Derecho Civil I. Maracaibo, 
Metas C.A., 2da. ed., 1984, pp. 241-249; Contreras Briceño, 
Gustavo: Manual de Derecho Civil I Personas. Caracas, 
Vadell Hermanos Editores, 5ª ed., 1987, pp. 135-156; Ochoa 
Gómez, Oscar E.: Derecho Civil I Personas. Caracas, Uni-
versidad Católica “Andrés Bello”, 2006, pp. 235-258; Marín 
Echeverría, Antonio Ramón: Derecho Civil I. Personas. 
Venezuela, McGraw-Hill Interamericana, 1998, pp. 46-68; 
Zerpa, Levis Ignacio: Derecho Civil I Personas. Guía y 
Materiales para su Estudio por Libre Escolaridad. Caracas, 
Universidad Central de Venezuela, 1987, pp. 77-87; Peña-
randa Quintero, Héctor Ramón: Derecho Civil I Derecho de 
Personas. Maracaibo, Ediluz, 2008, pp. 223-234; Rodríguez, 
Luis Alberto: Manual de Derecho Civil Personas. Colección 
Hammurabi 7. Venezuela, Librosca C.A., 2009, pp. 149-166; 
Calvo Baca, Emilio: Manual de Derecho Civil Venezolano. 
Caracas, Librería Destino, 1984, pp. 22 y 23; Valery Vásquez, 
Natalio y Geraldine Ferrer García: Anotaciones Derecho Ci-
vil I Personas. Práctica Forense. Caracas, Ediciones Librería 
Destino, s/f, pp. 67-73; Domínguez Guillén, María Candela-
ria: Manual de Derecho Civil I Personas. Caracas, Paredes 
Editores, Manuales Universitarios, 2011, pp. 135-163.

 (5) Véase: Varela Cáceres, Edison Lucio: La modifica-
ción del nombre propio en los niños y adolescentes. Serie 
Trabajos de Grado Nº 17. Caracas, Universidad Central 
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Al efecto, consideraremos aspectos del instituto 
que hemos referido en otras oportunidades tales 
como noción, naturaleza, funciones, caracteres, 
elementos, determinación, cambio, apellido de 
la mujer casada, seudónimo y sobrenombre. 
No obstante, en esta ocasión nos enfocaremos 
fundamentalmente en detallar el desarrollo doc-
trinario y jurisprudencial del nombre civil en el 
ordenamiento venezolano vigente.

Desde nuestros inicios en la docencia en 1995 
nos llamó la atención notablemente el tema 
por su indudable proyección práctica, amén de 
desplegar una belleza que trasciende lo jurídico 
y ser comprensible para cualquier persona. 
Posteriormente en 1999 tuvimos ocasión de 
reflexionar formalmente sobre el nombre civil 
cuando nos correspondió al azar dicho tema en 

de Venezuela, Facultad de Ciencias Jurídicas y Políticas, 
2008: Varela Cáceres, Edison Lucio: El nombre civil y la Ley 
Orgánica de Registro Civil. En: Revista de Derecho Nº 33, 
Caracas, Tribunal Supremo de Justicia, 2010, pp. 249-303; 
Correa Aponte, Teodoro: El nombre de la persona física en 
el Derecho Civil Venezolano. Valencia-Venezuela-Caracas, 
Vadell Hermanos, 2002; Hernández-Bretón, Eugenio: El 
nombre civil y el sexo de las personas en el Derecho Inter-
nacional Privado venezolano. En: Libro Homenaje a José 
Luis Aguilar Gorrondona. Colección Libros Homenaje N° 
5. Caracas, Tribunal Supremo de Justicia, Fernando Parra 
Aranguren Editor, 2002, t. I, pp. 597-618; Parra Aranguren, 
Gonzalo: Los derechos de la personalidad y el cambio vo-
luntario de nombre civil en el derecho internacional privado 
venezolano. En: Revista de la Facultad de Derecho N° 24, 
Caracas, Universidad Católica Andrés Bello, 1976-77, pp. 
43-96; Dávila Barón, Héctor: El nombre y su rectificación. 
En: Revista del Consejo de la Judicatura, enero-marzo 1979, 
año III, pp. 53-57; Domínguez Guillén, María Candelaria: 
El nombre civil. En: Revista de la Facultad de Ciencias 
Jurídicas y Políticas N° 118, Caracas, Universidad Central 
de Venezuela, 2000, pp. 201-269 (también en http://www.
ulpiano.org.ve/revistas/bases/artic/texto/RDUCV/118/
UCV_2000_118_201-269.pdf); Domínguez Guillén, María 
Candelaria: Ensayos sobre capacidad y otros temas de 
Derecho Civil. Colección Nuevos Autores N° 1. Caracas, 
Tribunal Supremo de Justicia, 3ª ed., 2010, pp. 535-613; 
Spósito Contreras, Emilio: Notas sobre la evolución del 
nombre civil (en trámites para su publicación, revisado en 
original); Peñaranda Quintero, Héctor Ramón: La identidad. 
http://www.monografias.com/trabajos18/la-identidad/
la-identidad.shtml. Véase también publicado en Venezuela 
con especial referencia al Derecho argentino: Oyarzábal, 
Mario J.A.: El nombre y la protección de la identidad de las 
personas. Cuestiones de Derecho Internacional Público y 
Privado. En: Studia Iuris Ciivilis. Libro Homenaje a Gert 
F. Kummerow Aigster. Colección Libros Homenaje N° 16. 
Caracas, Tribunal Supremo de Justicia, Fernando Parra 
Aranguren Editor, 2004, pp. 459-478.

la lección pública del concurso de oposición de la 
asignatura “Derecho Civil I Personas” cuando in-
gresamos al escalafón docente en la Universidad 
Central de Venezuela. Las preguntas realizadas 
por el Jurado  (6) en tal oportunidad dieron en 
gran parte origen a muchas de las reflexiones 
aquí plasmadas (desarrolladas previamente en 
otros trabajos), pero esta vez, están enfocadas 
en proyectar las reflexiones de la doctrina y 
jurisprudencia venezolana. Aspecto que podría 
ser de interés para los estudiosos de la materia en 
Argentina, país cuya doctrina encabezada por la 
magistral obra de Adolfo Pliner es cita obligatoria 
al aproximarse al instituto.

Veamos pues de seguidas, algunas reflexiones 
sobre el atributo por antonomasia, a saber, el 
nombre civil, institución que “se ha establecido 
con propiedad en el estudio doctrinal del Dere-
cho Civil”.  (7)

1. Noción y antecedentes

El nombre fluye desde el comienzo de la hu-
manidad como una forma necesaria de comuni-
cación entre los individuos. Los seres humanos 
precisamos expresarnos por medio de palabras 
y a tal objeto desde el inicio del tiempo existió la 
necesidad del lenguaje. En un comienzo original-
mente se asignó un término a las cosas y personas 
a los fines de su determinación. Precisamente la 
designación de palabras a cada ser humano para 
diferenciarlo de los demás responde al sentido 
del “nombre”.

Reseña una decisión judicial: “El nacimiento 
y evolución de esta institución civil (el nombre 
civil) se remonta a tiempos de las cavernas, poco 
después cuando el hombre actuaba por instintos 
y llegó a necesitar diferenciación e individuali-
zación identificatoria, aunque fuera primitiva. La 
Biblia nos refiere a la inteligencia divina, cuando 
creó al hombre y a la mujer y “les llamo Adán 
y Eva”, respectivamente, igual hizo con “Caín” y 
“Abel”“.  (8)

 (6) Conformado por los profesores Levis Ignacio Zerpa, 
Haydee Barrios y Amarilis García de Astorga.

 (7) Varela Cáceres, La modificación..., p. 21.

 (8) Juzgado del Municipio Andrés Bello de la Circuns-
cripción Judicial del Estado Miranda, Sent. 8-2-11, Exp. 
2010-685, http://miranda.tsj.gov.ve/decisiones/2011/
febrero/118-8-2010-685-.html
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Se erige el nombre como una figura que se 
abre paso desde tiempos de antaño, porque 
siempre el sujeto precisó un apelativo diferen-
ciador, esto es, una voz individualizadora con la 
que se le pudiera calificar. Fue así como “aquel” 
o “aquella” fue insuficiente, sustituyéndose 
progresivamente por algún término asimilable a 
lo que hoy conocemos como el nombre de pila, 
el cual a su vez, con el devenir del tiempo y el 
incremento de la población, también se hizo 
insuficiente, surgiendo entonces otra palabra 
que acompañó al prenombre para lograr mayor 
determinación o individualización, la cual podía 
ser alusiva al lugar de origen, a determinada 
característica física o de carácter, así como al 
estado de hijo de alguien, dando origen a lo que 
modernamente conocemos como “apellidos”. 
 (9) Surgió con ello, por la propia dinámica del 
lenguaje y del crecimiento demográfico la ins-
titución del nombre civil, que adquirió mayor 
relevancia con la regularidad que precisó la 
figura del Registro del Estado Civil.  (10)

De tal forma nace el nombre como una ne-
cesidad del lenguaje,  (11) cuando —como bien 
señala Pliner— el “tu” o “ese hombre” o “el hijo 
menor” se agota y se precisa una voz inconfundi-
ble que evoque sin error, la imagen de la persona 
mencionada o produzca el eco apetecido en la 
persona llamada. “La voz genérica, el sustantivo 
común, abre paso al nombre propio que el sujeto 
siente como suyo, inseparablemente suyo, hasta 
idenficarse con él”.  (12)

Se presenta entonces el nombre civil como el 
conjunto de palabras asignadas a cada persona 

 (9) Véase sobre la evolución del nombre en general: 
Luces Gil, ob. cit., pp. 20-27; Pliner, ob .cit., pp. 1-40. En 
la doctrina venezolana: Domínguez Guillén, Ensayos..., 
pp. 538-540; La Roche, ob. cit., pp. 241 242 al comienzo 
el nombre era eminentemente individual pero luego se 
agrega otra partícula como elemento de identidad que da 
origen a los apellidos; Correa Aponte, ob. cit., p. 48; Sposito 
Contreras, ob. cit., in totum.

 (10) Véase: Luces Gil, ob. cit., p. 27, refiere a propósito 
de España que la legislación del Registro Civil de 1.870 
aprovechó felizmente la coyuntura que ofrecía la conexión 
del nombre con el estado civil y el Registro, para abordar 
en su conjunto, tanto la ordenación jurídico material como 
la registral de este principal signo de individualización de 
las personas.

 (11) Pliner, ob. cit., p. 1; Luces Gil, ob. cit., p. 21.

 (12) Pliner, ob. cit., p. 1.

para distinguirla de las demás.  (13) Es la desig-
nación sintética atribuida a cada individuo a los 
fines de su diferenciación e individualización 
jurídica. Constituye el atributo individualizador 
por excelencia del ser jurídico, pues nada se ad-
hiere más a su esencia y personalidad con mayor 
poder práctico y jurídico que el nombre civil. De 
allí que en feliz expresión de la doctrina conforma 
“la bandera de la individualidad humana”,  (14) 
pues no existe otro elemento de identidad que 
presente su radical poder distintivo. Constituye 
“una nominación especial y distintiva” que iden-
tifica al sujeto.  (15) Absolutamente ningún otro 
atributo o signo distintivo incluyendo el número 
de identidad presenta el poder individualizador 
del nombre civil; él se nos instaura como signo de 
la personalidad desde que iniciamos nuestro ca-
mino jurídico y después de culminar tal paso por la 
vida y el Derecho, esto es, cuando dejamos de ser 
persona: la personalidad pretérita cobra vigencia a 
través de su sola mención, permitiéndonos hacer-
nos presentes en cualquier tiempo y espacio. Pues 
con razón se ha dicho que mencionar un nombre 
es traer a la persona en toda su dimensión o tras-
cendencia ética y jurídica, porque en definitiva 
nombre y sujeto son inescindibles.

La doctrina venezolana ofrece las siguientes 
definiciones del nombre civil: “apelativo, oral o 
gráfico, que conforme al Derecho, corresponde 
utilizar para designar a dichas personas”;  (16) “vo-

 (13) Véase: Domínguez Guillén, Manual..., p. 135.

 (14) Véase: Luces Gil, ob. cit., p. 15, “como suelen decir 
los autores, es como la etiqueta asignada a cada persona 
para distinguirla de las demás, como un rúbrica o emblema 
personal distintivo, la bandera de la individualidad huma-
na” (destacado original).

 (15) Ghersi, Carlos Alberto: Derecho Civil. Parte General. 
Bs. As., Astrea, 1993, Colaboradores Mariana Di Prospero y 
Leandro Vergara, p. 145.

 (16) Aguilar Gorrondona, ob. cit., p. 160. Véase en el 
mismo sentido: Zerpa, ob. cit., p. 77; Juzgado Primero 
de Primera Instancia en lo Civil, Mercantil, Agrario y del 
Tránsito del Primer Circuito de la Circunscripción Judicial 
del Estado Bolívar, Sent. 17-2-12, Exp. FP02-V-2012-000195, 
http://bolivar.tsj.gov.ve/decisiones/2012/febrero/1973-17
-FP02-V-2012-000195-PJ0182012000053.html (del mismo 
tribunal: Sent. 7-3-13, Exp. FP02-V-2012-000279 http://
bolivar.tsj.gov.ve/decisiones/2012/marzo/1973-7-FP02-V-
2012-000279-PJ0182012000079.html); Juzgado del Primero 
de Primera Instancia en lo Civil, Mercantil y Tránsito de la 
Circunscripción Judicial del Estado Miranda, Sent. 26-1-11, 
Exp. 19.953, http://miranda.tsj.gov.ve/decisiones/2012/
enero/101-26-19.953-.html; Juzgado Duodécimo de Muni-
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cativo que, integrado por varios vocablos, permite 
individualizar en Derecho a las personas jurídicas”; 
 (17) “vocativo o signo exterior de las personas”; 
 (18) “conjunto de elementos que permiten por una 
parte distinguir socialmente a una persona y, por la 
otra, cuando es necesario, afectarla jurídicamente... 
 (19) es un término técnico que corresponde a una 
noción legal y que sirve para designar a las perso-
nas naturales”;  (20) “medio de individualización 
que consiste en el empleo de varias palabras para 
designar a una persona”;  (21) “el elemento primario 
dentro de la identidad”;  (22) “conjunto de palabras 
que se utilizan para individualizar a las personas 
distinguiéndolas unas de otras”.  (23) El nombre 
constituye el signo exterior de mayor poder iden-
tificador del que puede disponer una persona;  (24) 
“es el conjunto formado por el nombre propio y el 
nombre patronímico”.  (25)

El nombre es el signo del que no escapa ningún 
ser humano o persona  (26) porque todo sujeto por 

cipio de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana 
de Caracas, Sent. 11-7-11, Exp. AP31-F-2009-003728, http://
caracas.tsj.gov.ve/decisiones/2011/julio/2160-11-AP31-F-
2009-003728-.html ; Juzgado Segundo de Primera Instancia 
en lo Civil, Mercantil y de Tránsito de la Circunscripción Ju-
dicial del Estado Miranda, Sent. 28-6-11, Exp. 18144, http://
miranda.tsj.gov.ve/decisiones/2011/junio/102-28-18.114-.
html; del Municipio Bermúdez del Segundo Circuito de la 
Circunscripción Judicial del Estado Sucre, Sent. 15-4-11, 
Exp. 5.155-10, http://sucre.tsj.gov.ve/decisiones/2011/
abril/1230-13-5.155-.html; Juzgado Primero de Primera Ins-
tancia en lo Civil, Mercantil y del Tránsito de la Circunscrip-
ción Judicial del Área Metropolitana de Caracas, Sent. 10-8-
09, Exp. 43.790, http://caracas.tsj.gov.ve/decisiones/2009/
agosto/2116-10-AH11-F-2006-000012(43790)-.html

 (17) Marín Echeverría, ob. cit., p. 47.

 (18) Contreras Briceño, ob. cit., p. 135. Véase en el mismo 
sentido: Valery Vásquez y Ferrer García, ob. cit., p. 67.

 (19) Graterón Garrido, ob. cit., p. 77.

 (20) Ibíd., p. 78.

 (21) Ochoa Gómez, ob. cit., p. 242.

 (22) La Roche, ob. cit., p. 241.

 (23) Hung Vaillant, ob. cit., p. 189.

 (24) Hernández-Bretón, ob. cit., p. 598.

 (25) Rodríguez, ob. cit., p. 151.

 (26) Véase: Domínguez Guillén, El nombre..., p 136: 
Domínguez Guillén, Ensayos..., p. 536; Domínguez Guillén, 
María Candelaria: Sobre la noción de Derecho Civil. En: 
Revista de la Facultad de Derecho Universidad Católica 
Andrés Bello 2007-2008, N° 62-63, 2010, p. 90, lo citamos 
entre las instituciones de la que no escapa ninguna persona 
a propósito del poder expansivo del Derecho Civil. (www.

imperativo natural y jurídico precisa de un término 
distintivo o identificador. Tal idea debe necesaria-
mente conformar la noción de la figura bajo análi-
sis, esto es, se trata de las palabras o términos con 
que las personas se diferencian jurídicamente.

2. Naturaleza

Para la mayor parte de los autores venezolanos el 
nombre se conforma como un derecho de la perso-
nalidad.  (27) Otros lo ubican como una “institución 
jurídica sui géneris” (28) porque confluyen varios 
aspectos, esto es, que se trata de un derecho inhe-
rente a la personalidad, una obligación impuesta 
en interés de la colectividad y una institución de 
policía y de orden público.  (29) También se alude a 
“derecho-deber”.  (30) Por nuestra parte, adherimos 
a la tesis que considera al nombre un atributo de 
la personalidad,  (31) según ha indicado un sector 
de la doctrina extranjera.  (32)

ulpiano.org.ve/revistas/bases/.../UCAB_2007-2008_62-
63_81-97.pdf)

 (27) Véase en este sentido: Aguilar Gorrondona, ob. cit., 
pp. 168 y 170, “otros autores sostienen que el derecho al 
nombre es un derecho de la personalidad, lo que parece 
la opinión más acertada”... “se considera que éste es uno 
de los derechos de la personalidad”; Contreras Briceño, 
ob. cit., p. 135, “el nombre civil es el primero y principal de 
los derecho de la personalidad” (exactamente en el mismo 
sentido: Graterón Garrido, ob. cit., p. 77); Marín Echeverría, 
ob. cit., p. 55, “una tercera corriente, a la que afiliamos, 
considera el derecho al nombre como un derecho de la 
personalidad”; Hung Vaillant, ob. cit., p. 191; Correa Aponte, 
ob. cit., pp. 38 y 42, “...basta con comprobar que éste es uno 
de los derechos de la personalidad”...”el derecho del nombre 
se considera como uno de los derechos de la personalidad”; 
Varela Cáceres, La modificación..., pp. 26-31.

 (28) Véase: La Roche, ob. cit., p. 248; Ochoa Gómez, ob. 
cit., p. 241.

 (29) Ochoa Gómez, ob. cit., p. 241.

 (30) Véase: Moisset de Espanés, Luis: El apellido de la 
mujer casada y la declaración de ausencia con presunción 
de fallecimiento, www.acader.unc.edu.ar/artausencia1.
pdf, pp. 2 y 3, señala que en la ley argentina “toda perso-
na tiene el derecho y el deber de usar el nombre”; TSJ/
SConst, Sent. N° 2638 del 12-12-01, http://www.tsj.gov.ve/
decisiones/scon/diciembre/2638-121201-00-1332.htm; 
Juzgado del Municipio Andrés Bello de la Circunscripción 
Judicial del Estado Miranda, Sent. 8-2-11, Exp. 2010-685, 
http://miranda.tsj.gov.ve/decisiones/2011/febrero/118-8
-2010-685-.html

 (31) Véase: Domínguez Guillén, Manual..., p. 138; Do-
mínguez Guillén, Ensayos..., pp. 540-544.

 (32) Véase en este sentido: Pliner, ob. cit., pp. 85 y 86, el 
nombre es un instituto de derecho privado y es en esencia 
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Consideramos que el nombre constituye el 
atributo individualizador por excelencia, pues 
la característica del atributo es que permite la 
individualización, diferenciación o distinción del 
sujeto en una relación jurídica.  (33) Viene a ser un 
atributo que descubre con su sola enunciación al 
sujeto jurídico.  (34)

No obstante, la generalidad de los autores pa-
trios, indican a grosso modo que el derecho a la 
identidad supone el derecho de toda persona a 
tener un nombre.  (35) Sin embargo, la doctrina 
foránea que ha estudiado el “derecho a la iden-
tidad” como derecho de la personalidad señala 
que el mismo es un derecho de contenido amplio 
y complejo (que supera sobremanera al atributo 

un atributo de la persona; Baqueiro y Buenrostro, Derecho 
Civil..., p. 167; Naranjo Ochoa, ob. cit., p. 144, la doctrina 
moderna entra a considerarlo como un atributo de la per-
sonalidad. Véase también in totum: Karaman Betancourt 
y Valencia Vargas, ob. cit., cuyo título “El Nombre como 
atributo de la Persona Humana”, denota la posición de las 
autoras; Cifuentes, Santos: Elementos de Derecho Civil. 
Parte General. Bs. As., 2ª ed., 1991, p. 105, los atributos 
“son cualidades o propiedades del ser jurídico, por medio 
de las cuales el sujeto-persona puede individualizarse y 
formar parte de una relación de derecho”, tales como el 
nombre o el domicilio; Abelenda, César Augusto: Derecho 
Civil. Parte General. Bs. As., Astrea, 1980, t. I, p. 425, “el 
nombre constituye un atributo de la personalidad o cua-
lidad necesaria atribuida por el derecho a cada persona 
para individualizarla y diferenciarla netamente de todas 
las demás”; Carrasco Perera, ob. cit., p. 96, el nombre, más 
que un derecho, es un atributo identificador de la persona, 
sobre el cual ésta no dispone ningún derecho de exclusiva, 
pues no podemos impedir que un tercero use, incluso al 
margen de su filiación, un nombre idéntico al nuestro. 
Sólo en el campo de la propiedad intelectual y el derecho 
de competencia mercantil encuentra apoyo el derecho de 
exclusiva del nombre y no precisamente como faceta de 
un derecho de la personalidad, sino como instrumento de 
defensa de la lealtad en las prácticas de mercado, para evitar 
la apropiación de la fama ajena o la confusión.

 (33) Véase: Domínguez Guillén, María Candelaria: Los 
atributos de las personas. En: Boletín de la Academia de 
Ciencias Políticas y Sociales Nº 147, Caracas, 2009, pp. 
201-236 (http://acienpol.msinfo.info/bases/biblo/texto/
Boletín/2009/BolACPS_2009_147_201-236.pdf ); Domín-
guez Guillén, Manual..., pp. 119-134.

 (34) Abelenda, ob. cit., p. 432.

 (35) Véase: Aguilar Gorrondona, ob. cit., p. 151; Zerpa, 
ob. cit., p. 68; Hung Vaillant, ob. cit., p. 170; Harting, Tra-
tamiento normativo de los derechos de la personalidad 
en el ordenamiento venezolano. En: Revista de la Facultad 
de Derecho N° 22, Caracas, Universidad Católica Andrés 
Bello, 1.975-76, p. 136.

del nombre) integrado por una parte estática o 
inmutable y otra dinámica o cambiante.  (36) Así 
se refiere que en la parte estática del derecho a la 
identidad se incluyen aquellos elementos prima-
rios que distinguen formal, física y genéticamente 
al sujeto, tales como sus señas físicas, huellas 
dactilares, señales antropométricas, configuración 
genética y obviamente el nombre (sin perder su 
condición de atributo). La parte dinámica está 
conformada por el patrimonio cultural del sujeto, 
aquello que lo distingue sustancialmente en su 
proyección profesional, política, religiosa y senti-
mental; dando lugar al perfil social del individuo y 
que ciertamente es variable con el paso del tiem-
po. El derecho a la identidad se vulnera cuando se 
altera la verdad biográfica del sujeto, pues la esen-
cia del mismo supone el respeto a la historia del 
individuo. Nosotros, según hemos indicado, nos 
hacemos partidarios de tal distinción del derecho 
a la identidad,  (37) pues la necesidad de ser único 
e irrepetiple ciertamente trasciende al atributo del 
nombre:  (38) de lo contrario, el derecho a la iden-

 (36) Véase: Fernández Sessarego, Carlos: Derecho a 
la identidad personal. Bs. As., Astrea, 1992. pp. 15 y ss.; 
Cifuentes, Santos: Derechos personalísimos. Bs. As., As-
trea, 2ª ed., 1995, pp. 606-614; Ferrari, Miriam: Derecho a 
la identidad personal. En: http:www.members.es.tripod.
de/Miriam-Ferrari/doc.html. Véase también inicialmente 
sobre el Derecho a la identidad: De Cupis, Adriano: I Diritti 
della personalitá. Milano, Dott A Giuffré editore, 1959, Vol. 
IV, t. II, pp. 3 y ss.

 (37) Véase: Domínguez Guillén, María Candelaria: 
Aproximación al estudio de los Derechos de la personalidad. 
En: Revista de Derecho N° 7. Caracas, Tribunal Supremo de 
Justicia, 2002, pp. 92-126; Véase considerando que tal con-
cepción debe ser ampliada a partir de su doble dimensión, 
tanto individual como colectiva; Gómez Sánchez Torrealva, 
Francisco Alberto: El acceso a un intérprete como manifes-
tación de ejercicio de derechos de defensa: Apuntes sobre 
la identidad cultural y los derechos lingüísticos, http://bo-
letinderecho.upsjb.edu.pe/articulos/derechos_linguisticos.
doc. “su dimensión individual, la identidad “es la expresión 
de un conjunto de rasgos particulares que diferencian a 
un ser de todos los demás”...Por otro lado, la dimensión 
colectiva es “la percepción [grupal] de un “nosotros” re-
lativamente homogéneo (el grupo visto desde dentro) por 
oposición a “los otros” (el grupo de fuera), en función del 
reconocimiento de caracteres, marcas y rasgos compartidos 
que funcionan también como signos y emblemas, así como 
de una memoria colectiva común”.

 (38) Domínguez Guillén, María Candelaria: Sobre los 
derechos de la personalidad”. En: Díkaion. Lo Justo, Revista 
de Actualidad Jurídica, 2003, Año 17, N° 12, Colombia, Uni-
versidad de la Sabana, p. 30, “se presenta como el derecho 
a ser único e irrepetible. Si bien todos somos iguales en 
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tidad quedaría reducido a su mínima expresión en 
los supuestos de “homonimia”, esto es cuando dos 
individuos presentan el mismo nombre, siendo lo 
cierto que la riqueza y complejidad de tal derecho 
de la personalidad supera sobremanera el hermo-
so atributo en estudio.  (39)

Dentro del derecho a la identidad, la doctrina es-
tudia además de lo indicado también la identidad 
sexual en lo que respecta al caso del transexual, la 
clonación y el derecho de toda persona a conocer 
la identidad biológica de sus progenitores.  (40)

La Jurisprudencia venezolana reciente ha refe-
rido dicha división del derecho a la identidad. Así 
ha indicado el Tribunal Supremo de Justicia en 
Sala de Casación Social que “la identidad es eso 
que nos hace únicos e irrepetibles... El derecho a 
la identidad, tradicionalmente entendido como el 
derecho de toda persona a tener un nombre, resul-
ta ser más complejo y trasciende del tal elemento 
que ha quedado reducido a un componente de la 
identidad, a un atributo de la personalidad. Está 
compuesto, según Carlos Fernández Sesarego, 
por una parte estática y otra dinámica.  (41) Se 

dignidad y derechos, el milagro del derecho a la identidad 
hace a cada ser único en su especie en función de ciertas 
características que conforman su esencia física y moral”.

 (39) Véase: Domínguez Guillén, Aproximación..., p. 92.

 (40) Véase: Ibíd., pp. 92-126.

 (41) TSJ/SCS, Sent. Nº 0148 del 4-3-10, http://www.tsj.
gov.ve/decisiones/scs/Marzo/0148-4310-2010-08-901.html 
“de allí que el derecho a conocer la identidad de nuestros 
progenitores forma parte integrante del derecho a la iden-
tidad, pues todo ser humano tiene el derecho a conocer 
su origen, a saber quiénes son sus padres genéticos, los 
cuales sólo pueden ser unos y no otros. Conocer es una 
necesidad humana y más aún si se trata de conocer de sí 
mismo. Aunque la mayoría de la doctrina enfoca tal aspecto 
desde el ámbito de la adopción o de las nuevas técnicas de 
reproducción asistida, en el sentido de que éstas deben 
garantizar el derecho de acceder a la identidad originaria 
e incluso hay quienes se pronuncian a favor de las acciones 
de filiación como forma de proteger la identidad en estos 
casos, es impensable que tal derecho esté reservado sólo a 
aquellos seres que se encuentren ante tales circunstancias 
específicas; pues, el art. 56 de nuestra Carta Magna, no 
hace distingos y señala expresamente el derecho de toda 
persona a conocer la identidad de sus padres. A propósito 
de la referida norma, señala María Candelaria Domínguez 
Guillen, que: En efecto se ha considerado incluido dentro 
del derecho a la identidad, el conocimiento que debe tener 
todo ser humano sobre su identidad biológica, a saber te-
ner información sobre sus padres genéticos. Así se le debe 
reconocer a todo ser humano la posibilidad de acceder al 

aprecian otras decisiones judiciales de instancia 
que también adoptan la concepción amplia del 
derecho a la identidad conformado por elementos 
estáticos y dinámicos.  (42)

Se evidencia así que lo que constituye un dere-
cho de la personalidad es el “derecho a la identi-
dad”, derecho complejo que trasciende al atributo 
del nombre, aunque éste integra su parte estática 
sin perder su condición de “atributo”. De allí que 
ubicamos al nombre civil dentro del tema de los 
“atributos de la persona”,  (43) pues considera-
mos que constituye el atributo por antonomasia 
y de allí que lo estudiamos de seguidas al tema 
general de “los atributos de las personas”, pues 
es aquel que ciertamente logra un óptimo nivel 
de individualización, característica esencial del 
atributo.  (44) De allí que se aclare que el nombre 
no es un derecho personalísimo sino un atributo 
jurídico de la persona.  (45) Finalmente, vale referir 
que algunas decisiones judiciales venezolanas se 
manifiestan expresamente a favor de la tesis del 
atributo.  (46)

conocimiento de su identidad biológica o genética aun 
cuando no se deriven de ello consecuencias jurídicas, como 
sería el caso de la adopción o de la procreación asistida. 
Esa sana curiosidad de conocer nuestro origen forma parte 
de la identidad y constituye un derecho innegable de la 
persona humana”.

 (42) Véase: Juzgado de Primera Instancia en lo Civil, 
Mercantil y Agrario de la Circunscripción Judicial del 
Estado Táchira, Sent. 18-3-08, Exp. 7655/2007, http://
bolivar.tsj.gov.ve/decisiones/2008/marzo/1331-18-7655-.
html “por cuanto la identidad como derecho a ser único e 
irrepetible está conformado por una parte estática (huellas, 
señales antropométricas, genéticas, etc.) y otra dinámica 
(patrimonio cultural del sujeto)”; Juzgado Octavo de Pri-
mera Instancia en lo Civil, Mercantil, Tránsito y Bancario 
de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de 
Caracas, Sent. 8-4-11, Exp. AP11-F-2009-001044, http://
jca.tsj.gov.ve/decisiones/2011/abril/2123-8-AP11-F-2009-
001044-S-N.html

 (43) Véase: Domínguez Guillén, Los atributos..., pp. 201-
236; Domínguez Guillén, Manual..., pp. 120, 123 y 124.

 (44) Véase: Domínguez Guillén, Manual..., pp. 119-163.

 (45) Cifuentes, Derechos..., p. 609.

 (46) Véase: Juzgado del Municipio Andrés Bello de la 
Circunscripción Judicial del Estado Miranda, Sent. 8-2-11, 
Exp. 2010-685, http://miranda.tsj.gov.ve/decisiones/2011/
febrero/118-8-2010-685-.html ; Juzgado Superior Segundo 
en lo Civil, Mercantil y del Tránsito de la Circunscripción 
Judicial del Área Metropolitana de Caracas, Sent. 17-2-10, 
Exp. 09-10331, http://trujillo.tsj.gov.ve/decisiones/2010/
febrero/2139-17-10331-.html “..se considera el nombre 
como el atributo más importante de la personalidad...”; 
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Otros autores nacionales en forma más precisa 
indican que el nombre se encuentra dentro de los 
derechos inherentes a la persona que contribuyen 
a su identidad.  (47) La Roche refiere que “el nombre 
viene a ser el elemento primario dentro de la iden-
tidad.  (48) De tal suerte que podemos afirmar que 
si bien todos tenemos derecho a un nombre —aun-
que también se configura como deber—, el mismo 
integra un derecho de la personalidad de contenido 
mayor: el derecho a la identidad.

Diversos son los instrumentos normativos que 
aluden al nombre como derecho en general:  (49) 
La Constitución de la República Bolivariana de 
Venezuela, art. 56 (“Toda persona tiene derecho a 
un nombre propio, al apellido del padre y de la ma-
dre, y a conocer la identidad de los mismos...”;  (50) 
Convención Americana a Pacto de San José (art. 18); 
Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos 
(art. 24, num. 2); Convención sobre los Derechos del 
Niño (art. 8.1); Declaración de los Derechos del Niño 
(art. 3); Ley Orgánica para la protección de niños, 
niñas y adolescentes (LOPNNA  (51) art. 16).

Sala de Apelaciones Nº 1 de la Corte Superior del Cir-
cuito Judicial de Protección del Niño y del Adolescente 
de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana 
de Caracas y Nacional de Adopción Internacional, Sent. 
8-11-07, Exp. AP51-R-2007-014558, http://falcon.tsj.gov.
ve/decisiones/2007/noviembre/2093-8-AP51-R-2007-
014558-AZ512007000176.html; Circuito de Protección del 
Niño y del Adolescente Circunscripción Judicial del Área 
Metropolitana de Caracas Sala de Juicio XIV, Sent. 8-10-08, 
Exp. AP51-V-2008-015768, http://corte-marcial.tsj.gov.ve/
decisiones/2008/octubre/2089-14-AP51-V-2008-015768-
PJ0292008001063.html; Juzgado Primero de Primera Instan-
cia en lo Civil, Mercantil y del Tránsito de la Circunscripción 
Judicial del Estado Miranda, Sent. 28-10-05, Exp. 23.659, 
http://miranda.tsj.gov.ve/decisiones/2005/octubre/101-
28-23.659-.html “el nombre es el atributo individualizador 
por excelencia de la persona”.

 (47) Parra Aranguren, ob. cit., p. 53.

 (48) La Roche, ob. cit., p. 241.

 (49) Véase: Domínguez Guillén, Ensayos..., p. 560; Varela 
Cáceres, La modificación..., pp. 37-45; Oyarzábal, ob. cit., 
pp. 460-462.

 (50) Agrega la norma: “El Estado garantizará el derecho a 
investigar la maternidad y la paternidad. Todas las personas 
tienen derecho a ser inscritas gratuitamente en el registro 
civil después de su nacimiento y a obtener documentos 
públicos que comprueben su identidad biológica, de con-
formidad con la ley. Estos no contendrán mención alguna 
que califique la filiación”.

 (51) Gaceta Oficial Extraordinaria No. 5859 del 10 de 
diciembre de 2007.

3. Funciones

Siguiendo a Pliner  (52) hemos referido que las 
funciones del nombre son que éste constituye: 
instrumento de individualización, medio de iden-
tificación, indicativo del sexo, indicativo del estado 
familiar y signo relevante de la personalidad.  (53) 
Amén de las funciones de individualizar, identificar 
e indicar el sexo que reseña la doctrina.  (54) Correa 
Aponte siguiendo a Silva alude a tres objetivos 
del apellido que se identifican con algunas de las 
funciones indicadas, a saber, elemento esencial de 
identificación, signo de la personalidad y elemento 
de referencia familiar.  (55) Veamos de seguidas bre-
vemente cada una de las funciones indicadas.

El nombre es el principal instrumento de in-
dividualización jurídica y de allí que constituya 
un atributo,  (56) pues a nivel social y de relación 
jurídica nada nos precisa con mayor nitidez. Sin el 
nombre civil, la indeterminación haría que el ser 
humano se difuminara entre sus cóngeneres. Como 
bien refiere Pliner sin el nombre las relaciones 
jurídicas se “perderían en la nebulosa de la inde-
terminación”; seríamos un agregado numeroso de 
hombres, donde no fuese posible diferenciar a los 
unos de los otros distinguiendo a cada individuo, 
no sería un grupo social sino una masa amorfa.  (57) 
El nombre contribuye a la individualización del ser 
humano y es reflejo de su identidad.  (58) Se afirma 
con razón que mal podría el número de identidad 
sustituir la función individualizadora del nombre, 
porque la identificación del ser con un número 
tiene orígenes poco gratos, amén que presenta 
mayor significación personal ser distinguido por 
palabras que por números.  (59) En atención a la 

 (52) Véase: Pliner, ob. cit., pp. 49-57.

 (53) Véase: Domínguez Guillén, El nombre civil..., pp. 
211-218; Domínguez Guillén, Ensayos..., pp. 540-544; Do-
mínguez Guillén, Manual..., pp. 139-143.

 (54) Véase reseñando esta tres funciones: Flores García, 
Frank Paul: El nombre en el Derecho Civil Peruano, http://
www.monografias.com/trabajos89/nombre-derecho-civil-
peruano/nombre-derecho-civil-peruano.shtml

 (55) Correa Aponte, ob. cit., p. 49.

 (56) Véase supra N° 2.

 (57) Véase: Pliner, ob. cit., pp. 85 y 86. Véase también: 
Ibíd., p. 15, La vida de relación presupone la actuación del 
hombre individualizado, no anónimo.

 (58) Hernández-Bretón, ob. cit., p. 598.

 (59) Véase: Luces Gil, ob. cit., p. 19, nota 16, el número de 
identidad, con antiguos precedentes en la Milicia, constitu-
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dignidad que reclama la persona que “a nadie se 
le debe cambiar su nombre por un número”.  (60) 
En la práctica se aprecian instrumentos privados 
en los que la identificación del sujeto emana de la 
sola referencia al nombre civil, prescindiendo de 
otros atributos e inclusive del número de identi-
dad, lo que denota el poder individualizador del 
instituto.

El nombre figura necesariamente en todo medio 
de identificación aunque algunos precisan distin-
tivos adicionales como foto o huellas dactilares. 
Todos los medios de identificación, como la cé-
dula de identidad  (61) la partida de nacimiento, 
el pasaporte,  (62) la constancia o certificado 
médico de nacimiento (previa a la partida)  (63) 
tienen una obvia referencia al nombre civil,  (64) 
amén que puedan contener otros complementos 
adicionales como el dactiloscópico o fotográfico. 
Al efecto distingue Luces Gil que individualizar 
es “distinguir” mientras que la “identificación” 
es verificar la prueba de la identidad, que supone 
comprobar si el sujeto es el mismo que pretender 
ser.  (65) Los principales sistemas de identificación 

ye una de las menciones de identidad y es indudable que 
ello puede ser de gran utilidad en la esfera administrativa. 
Pero la individualización humana a través de un número, 
por eficaz y útil que sea, no deja de parecernos masifica-
dora y poco grata (quizá por la evocación inevitable de los 
reclusos uniformados y numerados de los antiguos sistemas 
penitenciarios). El número personal de identidad tan sólo 
es tolerable como instrumento complementario de indivi-
dualización, pero no puede sustituir al nombre.

 (60) Schmidt, Ludwing: La persona, el Derecho y la ter-
minología. En: Estudios de Derecho Civil. Libro Homenaje a 
José Luis Aguilar Gorrondona. Colección Libros Homenaje 
N° 5. Fernando Parra Aranguren Editor. Caracas, Tribunal 
Supremo de Justicia, 2002, Vol. II, p. 602.

 (61) Véase: Pérez Luciani, Gonzalo: Vigencia temporal de 
la cédula de identidad. En. Revista de Derecho Nº 2. Caracas, 
Tribunal Supremo de Justicia, 2000, pp. 169-176.

 (62) Véase: Ley Orgánica de Identificación, art. 3 (GO. 
38.458 de 14-6-06), reseña los citados tres instrumentos 
como medios de identificación.

 (63) Véase sobre “los documentos de identidad y la prue-
ba del nombre civil”: Varela Cáceres, El nombre..., pp. 286-
293, incluye el autor: el certificado de nacimiento, la partida 
de nacimiento, la cédula de identidad y el pasaporte.

 (64) Véase: Ley Orgánica de Identificación, art. 8, “Son 
elementos básicos de la identificación de los ciudadanos y 
ciudadanas: sus nombres, sexo, fecha de nacimiento, lugar 
de nacimiento, los dibujos de sus crestas dactilares y cual-
quier otro medio de identificación” (Destacado nuestro)

 (65) Luces Gil, ob. cit., pp. 13 y 14.

incluyen el antropométrico y dactiloscopico y 
entre los documentos de identidad se incluye 
en el ámbito interno la carta de identidad y en 
el internacional el pasaporte. El nombre es un 
medio de individualización  (66) pero su mención 
es imprescindible en cualquier instrumento de 
“identidad”.  (67)

Se afirma que el nombre civil en lo que respecta 
al nombre de pila o prenombre es indicativo del 
sexo. El nombre de pila se asocia al sexo de la 
persona pues es indicativo de éste,  (68) esto es, 
generalmente lo denota.  (69) En efecto, el nom-
bre de pila debería tener la elemental función de 
indicar el sexo de su portador. De allí que Pliner 
criticara la existencia de los nombres “neutros”, a 
saber, aquellos que no se identifican con un sexo 
en particular tales como “Abigail, Rudy, Alex”.  (70) 
En Venezuela dada la amplitud en materia de se-
lección de nombre de pila según veremos puede 
imponerse nombres neutros, pues lo que prohíbe 
la Ley Orgánica de Registro Civil (LORC,  (71) art. 
146) en atención a la dignidad de la persona y la 
naturaleza del instituto es que el nombre no se 
corresponda con el género del sujeto,  (72) aunque 
Varela Cáceres considera que el nombre no debe 
inducir a error del sexo.  (73) La única ventaja de 

 (66) Ibíd., pp. 14 y 15.

 (67) Ningún documento de identidad prescinde del 
nombre civil como instrumento primario de individuali-
zación por muy básico que sea, aunque algunos añadan 
para mayor seguridad medios adicionales tales como fotos, 
huellas dactilares, etc.

 (68) Hernández-Bretón, ob. cit., p. 599.

 (69) Ibíd., p. 602.

 (70) Distinto es el caso de nombres de pila en que el se-
gundo término no se corresponde con el sexo, pero se han 
impuesto dada su coincidencia con el primero por la fuerza 
de la costumbre, tales como María José, José María, Carlos 
María, María Jesús. Véase: Pliner, ob. cit., p. 145, a decir del 
autor se trata de infracciones que constituyen toda una tra-
dición: razones de orden religioso abonan esta costumbre y 
no cabe objetársela por su hondo y antiguo arraigo y porque 
el primero de los prenombres concuerda con el sexo, siendo 
el segundo complementario para la advocación religiosa; 
Abelenda, ob. cit., p. 441, se ha entendido que la prohibición 
de imponer nombres contrarios al sexo no impide utilizar 
algunos cuando el complemento del otro, según el uso y la 
costumbre, tengan ya carácter masculino o femenino.

 (71) GO. 39.264 de 15-9-09.

 (72) Véase: Domínguez Guillén, Manual..., p. 142.

 (73) Véase: Varela Cáceres, El nombre..., p. 259, “sur-
girían de esta máxima las siguientes prohibiciones en la 
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portar un nombre neutro vendría dada para las 
personas con trastornos de género.

El nombre en lo atinente al apellido o nombre 
patronimico es indicativo del estado familiar, 
bien sea filiatorio (CC, arts. 235 y ss.) o del estado 
conyugal de casada (CC, art. 137). “El apellido, 
es, por lo común, revelador de la familia de quien 
lo lleva”.  (74) Los apellidos denotan una relación 
familiar o el estado de las personas.  (75) Se indica 
que al nombre individual o prenombre se sintió la 
necesidad de caracterizar a las personas y estable-
cer su vínculo familiar.  (76) Al mencionar nuestro 
nombre civil completo se denota la pertenencia a 
la familia paterna del primer apellido y al estado 
filiatorio materno del segundo apellido. Ello al 
menos en principio, pues excepcionalmente la 
propia ley dispone (CC, arts. 238 y 239, LORC, 
art. 91) la forma de que toda persona tenga dos 
apellidos cuando la filiación no está legalmente es-
tablecida. Por su parte, la mujer que decide hacer 
uso de su apellido de casada, a fin de distinguirlo 
del apellido derivado del estado filiatorio, adiciona 
con la partícula “de” al apellido paterno el de su 
cónyuge,  (77) denotando así su estatus matrimo-
nial. Pliner que la presente función indicativa del 
estado filiatorio olvida que ella no es la telesis 
del nombre que tiene por fin individualizar, pues 
cuando la forma de individualización se reducía a 
un solo elemento, el nombre llenaba el propósito 
para el que había sido instituido.  (78)

Finalmente, el nombre según expresa Pliner es 
“signo refelavante de la personalidad”,  (79) pues 
mentar un nombre es traer a colación la “perso-
nalidad” del sujeto evocado en toda su dimensión 
ética y jurídica. Con la sola mención al nombre 
civil nos evitamos una descripción detallada de 
las características físicas y psicológicas del sujeto, 
esto es, de su “personalidad” pero amén de ello 
dicho atributo permite hacer presente al sujeto 
nombrado en toda la dimensión que su persona-
lidad física y psíquica supone. Por ello, a veces la 

escogencia: ...b) Palabras que inducen al error en el sexo 
del evocado...”.

 (74) Abelenda, ob. cit., p. 447.

 (75) Hernández-Bretón, ob. cit., p. 603.

 (76) Correa Aponte, ob. cit., p. 48.

 (77) Véase infra Nº 8.

 (78) Pliner, ob. cit., p. 53.

 (79) Véase: Ibíd., pp. 54-57.

simple mención del nombre produce una grata o 
desagradable mención en los que lo escuchan por-
que el nombre se reduce a la persona en sí misma. 
Un nombre fonéticamente bello puede constituir 
una mención desagradable y viceversa porque en 
definitiva es la persona la que colorea y conforma 
el nombre. Tanto asociamos un “nombre” con la 
persona que cuando conocemos a otro individuo 
con el mismo nombre y distintas características 
llegamos incluso a afirmar que el nombre no se 
corresponde con el sujeto, como si los términos 
tuviesen una marca asociada a la personalidad. 
En la práctica nos reducimos a un nombre, éste 
nos acompaña y nos hace presentes en cualquier 
tiempo y espacio. Por ello es imposible olvidar 
el nombre de los seres amados porque ello sería 
como hacer desaparecer la persona de nuestro 
afecto.  (80)

La trascendencia de esta importante función 
ha sido hermosamente descrita por Pliner: “La 
gloria, la fama, la celebridad, así como la repulsa 
social, el oprobio y el deshonor, transitan por el 
mundo y por la historia en alas o a horcajadas 
del nombre, que es la personalidad misma en su 
transcendencia ética y jurídica.” (81) Somos en 
definitiva nuestro nombre, éste nos evoca con su 
mención proyectando nuestra personalidad en 
todo su esplendor. A veces, acota Pliner, el ape-
llido se transmite con cierta carga de prestigio o 
de vergüenza, y claro está despertará recuerdos 
por lo cuales se podrá decir que tal persona es 
hija de un prócer o de un delincuente, pero ello 
no es imputable al nombre sino a la realidad de 
la filiación: si tal persona cambiara su nombre 
para escapar de estos, no faltará alguien que con 
buena memoria despierte esos recuerdos que se 
adherirán al nuevo apellido “frustrando la huida 
de una historia que se ha querido olvidar”.  (82) El 
nombre proyecta al ser con su sola mención en 
toda su esencia: ciertamente ningún otro atributo 
o instituto logra fusionarse al individuo con tanta 
vehemencia.

Apreciamos una decisión venezolana que re-
seña —entre otras curiosidades sobre el nombre 
civil— las referidas funciones del mismo: “Un 
investigador y profesor de Derecho Civil en la 

 (80) Domínguez Guillén, Manual..., p. 143; Domínguez 
Guillén, Ensayos..., p. 553.

 (81) Pliner, ob. cit., p. 56.

 (82) Ibíd., pp. 56 y 57.
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Universidad de Carabobo, en su interesante y 
ameno trabajo investigativo, el Dr. Correa Aponte 
(CORREA APONTE, Teodoro: “El Nombre de la 
Persona en el Derecho Civil Venezolano” Editorial 
Vadell Hermanos, Valencia-Venezuela 2002, Pág. 
12) nos comenta que el nombre de la persona lleva 
incito un alto contenido de impacto psicológico y 
social, y por ello ha pasado por las más variadas 
experiencias, donde no se queda atrás el sentido 
alegre y chistoso sobre la vida, que solemos evi-
denciar los venezolanos, pues conoció del caso 
de un demente que ingresó a un manicomio, y fue 
sanado de inmediato al llamársele por el nombre 
que deseaba tener. Si de la literatura hablamos, 
podríamos citar a William Shakespeare, quien 
en disipada reflexión metafórica, en “Julieta”, se 
preguntaba ¿Lo que llamamos Rosa, por cual-
quier otro nombre olería igual? Por su parte Don 
Alfonso el Sabio en “Las Partidas” sancionaba 
severamente a quien cambiara maliciosamente 
o tomare el nombre de otro. De igual manera 
ordenaba tener por valedero el nombre errado 
que el testador había atribuido a su siervo. No 
pasa desapercibido a este análisis, las agudas 
excelencias contenidas en los aportes al tema en 
cuestión, de la investigadora-docente de la Uni-
versidad Central de Venezuela, la Dra. Domínguez 
Guillen (DOMINGUEZ GUILLEN, Maria Cande-
laria: “Ensayos sobre la Capacidad y otros Temas 
de Derecho Civil”, Editorial Tribunal Supremo de 
Justicia, Venezuela-2001, Págs. de la 414 a la 417) 
cuando nos advierte, que al hablar de esta insti-
tución no basta con afirmar que es un atributo de 
la personalidad, pues ejerce otras funciones no 
menos importantes y relevantes, tales como servir 
de instrumento de individualización; medio de 
identificación; instrumento indicador del estado 
de la persona; medio señalador del sexo; y signo 
relevante de distingos de la personalidad”.  (83)

4. Caracteres

Entre los caracteres del nombre se indica que 
se trata de una institución de orden público y por 
tal irrenunciable, intrasmisible, inembargable, in-
alienable, imprescriptible  (84) y no susceptible de 

 (83) Juzgado del Municipio Andrés Bello de la Circuns-
cripción Judicial del Estado Miranda, Sent. 8-2-11, Exp. 
2010-685, http://miranda.tsj.gov.ve/decisiones/2011/
febrero/118-8-2010-685-.html

 (84) Véase: Juez Unipersonal N° 11 del Circuito Judicial 
del Tribunal de Protección de Niños, Niñas y Adolescentes 

valoración pecuniaria. También se agrega que es 
un signo necesario, de carácter general, sintético, 
artificial y en principio inmutable salvo que afecte 
la dignidad del individuo.  (85)

En el ordenamiento venezolano el nombre civil 
se ubica entre las instituciones de orden público, 
 (86) esto es, aquellas sustraídas de la autonomía 
de la voluntad de los particulares  (87) dada la re-
levancia o trascendencia que el Estado considera 
que presenta el mismo. La admisión de la voluntad 
respecto del nombre civil tiene lugar en la medida 
que la propia ley lo permita.  (88) De su sentido 

de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana 
de Caracas y Nacional de Adopción Internacional, Sent. 
3-6-09, Exp. AP51-V-2009-008700, http://lara.tsj.gov.ve/
decisiones/2009/junio/2086-3-AP51-V-2009-008700-.
html “Entre los caracteres del nombre civil de las personas 
tenemos que el mismo interesa al orden público, en conse-
cuencia es necesario, indisponible e imprescriptible”.

 (85) Véase sobre los caracteres: Aguilar Gorrondona, 
ob. cit., pp. 169 y 170; La Roche, ob. cit., p. 249; Graterón 
Garrido, ob. cit., pp. 79; Ochoa Gómez, ob. cit., pp. 237 y 238; 
Marín Echeverría, ob. cit., pp. 55 y 56; Zerpa, ob. cit., pp. 78 
y 79; Peñaranda Quintero, Derecho..., pp. 223 y 224; Hung 
Vaillant, ob. cit., pp. 193-195; Correa Aponte, ob. cit., pp. 
40 y 41; Domínguez Guillén, Manual..., p. 144; Domínguez 
Guillén, Ensayos..., pp. 553-558; Varela Cáceres, La modifi-
cación..., pp. 31-36. Véase en sentido semejante: Abelenda, 
ob. cit., pp. 434 y 435.

 (86) Véase: Madrid Martínez, Claudia: Orden público: 
del art. 6 del Código Civil a nuestros días. En: El Código 
Civil Venezolano en los inicios del siglo XXI. En conme-
moración del bicentenario del Código Civil francés de 
1804. Caracas, Academia de Ciencias Políticas y Sociales, 
2005, pp. 371-399.

 (87) Véase: Juez Unipersonal N° 11 del Circuito Judicial 
del Tribunal de Protección de Niños, Niñas y Adolescentes 
de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana 
de Caracas y Nacional de Adopción Internacional, Sent. 
3-6-09, Exp. AP51-V-2009-008700, http://lara.tsj.gov.ve/
decisiones/2009/junio/2086-3-AP51-V-2009-008700-.html 
“...de allí que la voluntad privada no pueda modificar el 
nombre civil de una persona”.

 (88) Tales como la selección del nombre de pila o la posi-
bilidad excepcional de cambio cuando el término afecta la 
dignidad, así como la posibilidad de cambio de apellido por 
vía de consecuencia, que es facultativo, el uso del apellido 
de la mujer casada. Véase: De Freitas De Gouveia, Edilia: La 
autonomía de la voluntad en el Derecho de la Persona Na-
tural. Caracas, Universidad Central de Venezuela, Facultad 
de Ciencias Jurídicas y Políticas, 2007. Trabajo presentado 
para ascender a la categoría de profesor Asistente, sostiene 
que el carácter de orden público del nombre se evidencia 
en que la voluntad interviene en la medida que la propia 
ley lo permite, como en el caso de selección del nombre 
de pila por el presentante y la posibilidad excepcional de 
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de orden público se desprende o derivan otros 
caracteres asociados tales como que irrenunciable 
ya que no puede la persona renunciar o escapar en 
general de su nombre civil; es intransmisible pues 
no se puede ceder bajo ninguna modalidad de 
negocio jurídico, es inembargable o inejecutable 
porque es un atributo personalísimo inherente a 
la persona ajeno a toda idea de ejecución forzosa. 
El nombre civil es imprescriptible porque no se 
adquiere ni se pierde por el transcurso del tiempo: 
no perdemos nuestro nombre civil por su no uti-
lización ni adquirimos otro por su uso reiterado, 
pues en éste último caso lo más que podemos ad-
quirir es un seudónimo, mas sin llegar a perder el 
atributo por antonomasia. A lo anterior se agrega 
que es en principio inmutable salvo que afecte la 
dignidad de la persona, en cuyo caso la ley admite 
la posibilidad excepcional de cambio.  (89)

El nombre civil es un signo necesario pues su 
uso general no es potestativo sino imperativo; 
es inseparable de la persona y presenta carácter 
general porque se aplica a la generalidad o ma-
yoría de los actos jurídicos que realice el sujeto: 
a lo sumo solo puede seleccionar un seudónimo 
para hacerse notar en un ámbito determinado y 
privado sin perder aquél.  (90) Y como corolario de 
lo anterior, presenta carácter “erga omnes” pues 
se hace valer frente a todos y no con relación a 
una situación o relación jurídica en particular. Se 
agrega que se trata de un atributo no susceptible 
de valoración pecuniaria o patrimonial aunque 
ello no es óbice para que las violaciones asociadas 
al mismo puedan generar una indemnización de 
tipo patrimonial como el daño moral. Configura 
igualmente un signo sintético o abreviado porque 
su labor individualizadora por razones jurídicas y 
prácticas precisa un escaso número de palabras. 
Poco sentido útil tendría un conjunto tan largo de 
palabras que se perdiera la idea básica de la indi-
vidualización. El nombre civil es también un signo 

cambio de nombre. Véase sobre “la incidencia de la auto-
nomía de la voluntad sobre el nombre”: Oyarzábal, ob.c 
it., pp. 477 y 478.

 (89) Véase infra N° 7.

 (90) Véase: Luces Gil, ob. cit., p. 16, el nombre es un medio 
de individualización de carácter general pues se emplea 
para designar a la persona en el conjunto de sus relaciones 
en todos los ámbitos de su vida o actividad, a diferencia de lo 
que ocurre con otras denominaciones como el seudónimo 
que aunque cumple una función individualizadora está 
limitada a determinadas facetas de actuación del sujeto.

artificial (91) que es seleccionado convencional y 
legalmente a los fines de la individualización, que 
puede estar conformado o integrado por palabras 
cuyo significado etimológico no se corresponde 
necesariamente con las características del sujeto 
que pretende identificar. De allí que coloquial-
mente se afirme que cierta persona “no le hace 
honor a su nombre”.  (92)

5. Elementos

La doctrina patria distingue entre los elementos 
del nombre civil aquellos esenciales de los acci-
dentales. Entre los primeros incluyen el nombre 
de pila o nombre propio y el nombre patronímico 
o apellido. Este último sirve para designar a los 
miembros de una misma familia, mientras que 
el nombre de pila sirve para diferenciar entre sí a 
los portadores del mismo apellido. Los elementos 
accidentales son agregados que se utilizan para 
evitar la homonimia (tales como senior, junior, 
hijo, etc.),  (93) pero pensamos que la utilización 
del nombre civil completo con los dos apellidos, 
haría innecesaria la utilización de elementos ac-
cidentales pues el segundo apellido marcaría la 
diferenciación entre padres e hijos.  (94) Indicó la 
Sala Constitucional de nuestro Máximo Tribunal: 
“Este derecho —identidad— lleva aparejado el 
derecho al nombre el cual se encuentra configu-
rado por dos elementos, el nombre de pila y el 
apellido de los padres, el primero es disponible 
por sus representantes, ya que son éstos los que 
establecen el nombre ante las autoridades civiles 
correspondientes, no obstante, el nombre de 
familia o apellido, es el que tiene un arraigo his-
tórico y generacional, ya que éste es el único que 
legalmente se transmite sucesivamente a sus des-

 (91) Véase: Ibíd., p. 17, el nombre es un signo artificial 
o convencional especialmente creado con la finalidad de 
individualizar.

 (92) Lo cual puede acontecer en apellidos tales como: 
Bello, Galán, etc. Así como nombres de pila como: Linda, 
Bella, etc.

 (93) Aguilar Gorrondona, ob. cit., pp. 160-162; Zerpa, ob. 
cit., p. 77; Hung Vaillant, ob. cit., p. 198; Peñaranda Quintero, 
Derecho..., p. 224. En semejante sentido respecto a los ele-
mentos principales, véase: La Roche, ob. cit., pp. 242 y 243; 
Graterón Garrido, ob. cit., pp. 78 y 79; Ochoa Gómez, ob. cit., 
pp. 242 y 243; Marín Echeverría, ob. cit., pp. 48-52; Contreras 
Briceño, ob. cit., p. 140; Domínguez Guillén, Ensayos..., pp. 
558-563; Domínguez Guillén, Manual..., pp. 144-146.

 (94) Domínguez Guillén, Manual..., p. 144, nota 654.



OCTUBRE 2012 • AÑO Iv • Nº 9 • 237

DERECHO COMPARADOPERSONADFyP

cendientes, siendo el mismo únicamente mutable 
por vía de declaración judicial”.  (95)

Ahora bien, en esencia los elementos funda-
mentales del nombre civil son dos, a saber, nombre 
de pila o prenombre y por otra parte, el apellido, 
nombre patronímico o nombre de familia. Si bien 
para algunos el apellido reviste mayor importancia 
 (96) por venir determinado por la ley, lo cierto es 
que cada elemento aislado por sí solo no logra un 
óptimo grado de individualización: es la unión 
exacta de prenombres y apellidos lo que coloca a la 
persona en el preciso esplendor de su individuali-
dad. No se presenta así uno de los elementos como 
más importante que el otro: es la unión de ambos 
lo que conforma al nombre civil como una unidad 
que proyecta al sujeto de que se trate.

Así refiere acertadamente Pliner que prenombre 
y apellido funcionan como una suerte de sistema 
de abscisas y coordenadas que ubican a la persona 
en un punto preciso en el plano de la sociedad. Sin 
el apellido, el prenombre sólo dejará confundido 
al sujeto que lo lleva, en tanto que el apellido 
solamente señalará a un extenso número de per-
sonas que pertenecen a la misma familia, cuando 
no a familias homónimas. Solamente la unión de 
los dos datos, en paridad de jerarquía funcional, 
históricamente comprobada, constituye el signo 
personal diferenciador. Sólo en pequeños gru-
pos es suficiente uno de ellos únicamente.  (97) 
Nombre y apellido forman un todo que asegura la 
individualización.  (98) Se aprecia decisión judicial 
que se pronuncia sobre la importancia o paridad 
de ambos elementos del nombre civil, a saber, 
nombre y apellidos.  (99)

 (95) Véase: TSJ/SConst., Sent. Nº 1443 del 14-8-08, http://
www.tsj.gov.ve/decisiones/scon/agosto/1443-140808-05-
0062.htm

 (96) Véase: Planiol, Marcelo y Georges Ripert: Tratado 
Práctico de Derecho Civil Francés. Habana, edit. Cultura 
S.A., s/f, t. I, p. 89; Carbonnier, Jean: Derecho Civil. Barce-
lona, Bosch Casa Editorial, 1960, t. I, Vol. II. p. 247; Correa 
Aponte, ob. cit., p. 49, “...el apellido es un elemento esencial 
para la identificación de la persona, más que el nombre 
de pila”.

 (97) Pliner, ob. cit., p. 44.

 (98) Valery Vásquez y Ferrer García, ob. cit., p. 72.

 (99) Véase: Tribunal de Protección de Niños, Niñas y 
Adolescentes de la Circunscripción Judicial del Área Metro-
politana de Caracas y Nacional de Adopción Internacional, 
Sent. 20-7-09, http://aragua.tsj.gov.ve/decisiones/2009/
julio/2094-20-AP51-R-2006-014041-AZ522009000125.html 

El nombre de pila o prenombre es la palabra 
que distingue a los sujetos que detentan el mismo 
apellido por razones familiares o de otro orden. “Es 
la palabra que normalmente precede al apellido”. 
 (100) En tanto que el apellido o más precisamen-
te “los apellidos”, indican en principio  (101) el 
estado familiar del sujeto, con relación a ambos 
progenitores. Por lo que “el nombre patronímico 
o apellido corresponde a la familia a la cual per-
tenece la persona”.  (102)

Según indicamos el apellido surge en la evolu-
ción del nombre cuando el simple prenombre se 
hizo insuficiente y se tuvo que acudir a un término 
adicional que lo acompañara que hacía referencia 
a alguna característica del sujeto (física o de ca-
rácter), del lugar de origen, del oficio o profesión, 
etc.  (103) Al efecto, como dato curioso se reseña 
una clasificación que distingue entre apellidos 
toponímicos (alusivos a algún lugar o fenómenos 
de la tierra), patronímicos (referidos a ser “hijo de” 
según la terminación “ez” en castellano), indica-
tivos de alguna característica física o de carácter, 
indicativo del oficio, alusivos a animales, colores o 
cosas.  (104) Pues tal designación se forma con los 

“...con la sola mención del primer nombre y del primer 
apellido de la joven...no es suficiente para determinar la 
identidad de la misma, vemos que por el contrario, es un 
criterio generalizado el hecho que el nombre civil está 
compuesto por el nombre de pila y el apellido, y que efec-
tivamente al hacer mención del nombre civil y por tanto de 
sus dos componentes, es suficiente para individualizar y en 
consecuencia identificar a la persona de que se trate...”.

 (100) Rodríguez, ob. cit., p. 152.

 (101) No necesariamente en casos excepcionales en los 
que no se ha establecido legalmente la filiación respecto de 
uno o de ambos progenitores. Véase infra Nº 6.

 (102) Ibíd., p. 155.

 (103) Véase supra N° 1.

 (104) Véase: Domínguez Guillén, Manual..., p. 146; 
Domínguez Guillén, Ensayos..., pp. 562 y 563 ( tomado de 
Enciclopedia Multimedia Durvan, CD room, Durvan S.A., 
Micronet S.A. -buscar por nombre): Toponímicos: si pro-
vienen de lugares o fenómenos naturales (Toledo, Navarra, 
Astorga, Madrid, Trujillo, Valle, Arroyo, Montañés, Arena, 
Ríos, Canales, Lluvia, etc.); Patronímicos: la palabra hijo 
o sus equivalentes se combinan frecuentemente con el 
nombre del padre para dar lugar a un apellido (en español 
la partícula “ez” alude a “hijo de”, como Martínez es “hijo de 
Martín, González, Domínguez, Rodríguez, Fernández, etc. 
Lo mismo se observa en otros idiomas con las partículas 
“filtz” —Filtzgerald—, “vich” Ivanovich, “Mac” MacDonald; 
Indicativos del oficio, ocupación o clase, (Zapatero, Herrero, 
Labrador, Corredor, Pintor, Duque, Reyes, Reyna, Conde, 
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más diversos elementos, tales como nombres de 
animales, plantas, lugares, profesiones, así como 
sobrenombres.  (105)

Con relación al número o cantidad de palabras 
que integran cada uno de elementos, vale distin-
guir primeramente respecto al nombre de pila: 
ciertamente se precisa en principio al menos un 
nombre de pila.  (106) Por su parte, los apellidos 
son dos de conformidad con la normativa especial 
que veremos en la “determinación” de tal elemen-
to. Por lo que al menos tres palabras deberían 
integrar el nombre civil en Venezuela; al menos 
un nombre de pila y dos apellidos. Se aprecian en 
la práctica personas con un solo apellido porque 
no han hecho uso efectivo de la norma del artículo 
238 del CC que prevé que si el progenitor cuya 
filiación esté establecida tiene un solo apellido 
tendrá “derecho” a repetirlo.  (107)

6. Determinación

6.1. Nombre de pila

La determinación del nombre de pila la hace en 
principio el presentante,  (108) que generalmente 
es uno de los progenitores.  (109) El presentante 

etc.); Los que describen peculiaridades físicas, de atavío 
o carácter: (Cortés, Bravo, Bueno, Feliz, Alegre, Galán, 
Blanco, Canoso, Bello, Feo, Rico, Negrín, Tosco, Travieso, 
Delgado, Barriga, Calvo, Buenrostro, etc.); referidos a cosas, 
animales, colores: (Mesa, Paredes, Silla, Puente, Pulgar, 
Bóveda, Batalla, Borrego, Cabra, Cerda, Lobo, Celeste, 
Verde, Canela, Rojo, Blanco; Otros apellidos que tenemos 
en nuestro medio, no obstante no tener un significado en 
español, lo tienen en su idioma original”.

 (105) Valery Vásquez y Ferrer García, ob. cit., p. 68.

 (106) Véase infra N° 6.1. Domínguez Guillén, Manual..., 
p. 145.

 (107) Véase infra N° 6.2.

 (108) Véase: Juzgado Primero de Primera Instancia en 
lo Civil, Mercantil y del Tránsito de la Circunscripción 
Judicial del Área Metropolitana de Caracas, Sent. 10-8-
09, Exp. 43.790, http://jca.tsj.gov.ve/decisiones/2009/
agosto/2116-10-AH11-F-2006-000012(43790)-.html, dicha 
determinación la hace en principio el presentante del niño 
al levantarse la partida de nacimiento; Juzgado Primero de 
los Municipios Maturín, Aguasay, Santa Bárbara y Ezequiel 
Zamora de la Circunscripción Judicial del Estado Mona-
gas, Sent. 30-4-10, http://jca.tsj.gov.ve/decisiones/2010/
abril/1702-30-10233-099.html). Véase respecto al presen-
tante: LORC, art. 85.

 (109) Aunque la decisión corresponde a ambos en razón 
de la igualdad. Véase: Domínguez Guillén, Ensayos..., p. 564; 
Hernández-Bretón, ob. cit., p. 602

impone  (110) el o los nombres de pila, no siendo 
vinculante si se trata de los progenitores el nombre 
indicado en la constancia o certificado médico. 
 (111) El derogado art. 466 del CC preveía que si 
el declarante no le daba nombre lo haría el fun-
cionario, norma no contenida expresamente en la 
LORC. Sin embargo, la solución en la normativa 
actual pareciera seguir siendo la misma que en 
la legislación anterior  (112) por aplicación ana-
lógica de la presentación del niño cuya filiación 
no está establecida (LORC, art. 91) y en base a los 
principios generales y la naturaleza del instituto. 
En efecto, la doctrina admite que aunque la LORC 
no establece disposición semejante o equivalente, 
se podría llegar a la misma solución prevista en la 
normativa anterior en casos equiparables a la no 
imposición de nombre tales como la selección 
de nombres indignos  (113) (siendo irrelevante 
que el término lo indique la constancia médica), 
así como en el supuesto de discrepancia entre 
los progenitores presentantes, en cuyo caso el 
funcionario los instará a llegar a un acuerdo en 
beneficio del hijo, advirtiéndoles que él hará la 
escogencia según los términos manifestados, 
tomando en consideración el que conste en el 
certificado de nacimiento si fuera el caso.  (114) 

 (110) Véase: Pliner, ob. cit., p. 121: “El recién nacido 
recibe el prenombre por un acto de imposición de la per-
sona legalmente facultada para elegírselo... A diferencia del 
apellido cuya atribución resulta de atribuciones expresas 
de la ley sin requerirse generalmente un acto de voluntad 
de persona alguna”

 (111) Véase: Normas para regular los libros, actas y sellos 
del Registro Civil (GO, Nº 39.461 del 8-7-10) dictadas por 
el Consejo Nacional Electoral, art. 18, la madre o el padre 
podrán indicar un nombre distinto al indicado en el cer-
tificado de nacimiento al momento de la inscripción ante 
el Registrador. Si la declaración es realizada por persona 
distinta a los progenitores debe presentarse autorización 
de ellos pues en caso contrario debe colocarse el nombre 
previsto en la constancia médica de nacimiento. (Las leyes 
e instrumentos normativos citados pueden consultarse en 
http://www.tsj.gov.ve/gaceta/gacetaoficial.asp)

 (112) Véase: Domínguez Guillén, Ensayos..., pp. 563 y 
564.; Domínguez Guillén, Manual..., p. 147.

 (113) Véase: Varela Cáceres, El nombre..., p. 266, nota 
29, cuando las palabras seleccionadas son infamantes o 
extravagantes debe interpretarse como carente de cualidad 
individualizadora y por tanto como una abstención a la 
designación del nombre propio, por lo que la antigua regla 
del CC podría aplicarse al caso concreto; “...sin embargo, 
la norma actualmente no está vigente, y la ley especial no 
establece disposición semejante o equivalente”.

 (114) Véase: Ibíd., p. 265, con inclusión de nota 28.
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Vale concluir entonces que si el presentante no 
selecciona el nombre de pila o existe discrepancia 
entre los progenitores, lo hará el funcionario en 
atención a la constancia de nacimiento; pero que 
si el término contenido en tal instrumento es con-
trario a la dignidad de la persona, igualmente podrá 
ser rechazado por el funcionario según veremos 
de seguidas. Al efecto indica una decisión judicial 
que la participación del funcionario presenta una 
suerte de colaboración mas no de imposición: “...si 
al momento de la presentación, el presentante no 
dispone de un nombre, la autoridad que la reciba le 
dispensará uno (debe entenderse le ayudara a con-
feccionar o a escoger uno, no a imponérselo)”.  (115) 
Valdría concluir que tal imposición del funcionario 
lógicamente sería posterior a instar al presentante 
a la selección o cambio si fuera el caso.

En cuanto al número o cantidad de palabras que 
integran la composición del prenombre se admiten 
generalmente de uno a tres términos.  (116) En 
general la ley no impone un número específico 
aunque en el caso particular de niños cuya filiación 
no está legalmente establecida respecto de ninguno 
de los progenitores alude expresamente a “dos” 
nombres (LORC, art. 91). La LORC (art. 93, num. 4) 
cuando señala las menciones que debe contener 
la partida de nacimiento en general se refiere a 
“nombres” en plural, pero ello a nuestro criterio no 
supone pretender la imposición necesaria de dos 

prenombres a partir de dicha ley especial,  (117) 
aunque ciertamente tal cantidad optimiza la indi-
vidualización por evitar la homonimia. Sólo quiso 
denotar el Legislador que se podía colocar más de 
un nombre de pila, pudiéndose colocar también 
uno. De allí que indique una decisión judicial: “No 
solo es un derecho a tener un nombre identificato-
rio, sino que también es un deber tenerlo, al menos 
uno aunque pueda tener más...  (118)

 (115) Juzgado del Municipio Andrés Bello de la Cir-
cunscripción Judicial del Estado Miranda, Sent. 8-2-11, 
Exp. 2010-685, http://miranda.tsj.gov.ve/decisiones/2011/
febrero/118-8-2010-685-.html

 (116) Véase: Pliner, ob. cit., p. 151, Refiere Decreto que 
en Argentina, limitaba a tres el número de prenombres que 
podían imponerse a una persona, aunque era raro que se 
impusiera más de dos o tres prenombres, pero la limitación 
tendía a prevenir excesos que no redundaban en beneficio 
de la individualización.

 (117) Véase supra Nº 5.

 (118) Juzgado del Municipio Andrés Bello de la Cir-
cunscripción Judicial del Estado Miranda, Sent. 8-2-11, 

Sobre el número máximo, cabe apelar a la na-
turaleza del instituto que por tratarse de un signo 
sintético  (119) mal podría estar integrado por una 
gran cantidad de palabras que le hagan perder su 
carácter abreviado, el cual presenta importante 
finalidad práctica y jurídica.  (120)

Por otra parte, “si se impone más de un nombre, 
la lógica apunta a que su utilización debe tener 
lugar en el mismo orden de la partida de nacimien-
to”,  (121) por lo que al tratarse de una institución 
de orden público debe rechazarse la utilización 
del segundo prenombre como si se tratase de un 
único nombre de pila. De allí que refiera Pliner que 
la alteración del orden importaría una suerte de 
modificación del nombre por lo que debe usarse 
en el orden que aparezca en la respectiva partida 
de nacimiento.  (122)

Ahora bien, respecto a las palabras que puede 
seleccionar el presentante como nombre de pila, 
se admite una inmensa amplitud o libertad en 
Venezuela, dada la inexistencia de norma expresa 
que establezca limitaciones en este sentido. Por lo 
que en nuestro país se admite que se puede asignar 
cualquier palabra que no afecte la dignidad de la 
persona, aunque no haya alcanzado sustantividad, 
se permite escoger términos que no pertenezcan 
al santoral, se pueden “inventar” nombres,  (123) 

Exp. 2010-685, http://miranda.tsj.gov.ve/decisiones/2011/
febrero/118-8-2010-685-.html

 (119) Véase supra N° 4.

 (120) Domínguez Guillén, Manual..., p. 147.

 (121) Idem.

 (122) Pliner, ob. cit., p. 151, con inclusión de nota 64 que 
cita a Blondel, Lallier y De Page.

 (123) Véase sobre la propensión a crear nuevos prenom-
bres: Pliner, ob. cit., pp. 153-156. Se aprecian en Venezuela 
términos compuestos por las primeras sílabas de los pro-
genitores o de los abuelos. Ejemplo: Elaine (Eladio e Inés). 
Véase: Contreras Briceño, ob. cit., p. 147, es enteramente 
posible designar a la criatura con un nombre inventado, 
o cualquier otro al capricho, ya que ninguna disposición 
lo prohíbe. Tales invenciones han sido objeto de irónica 
crítica. Véase: Echeto, Roberto: Los nombres del venezola-
nos. Lunes mayo 30, 2005, http://robertoecheto.blogspot.
com/2005/05/los-nombres-de-los-venezolanos.html: “En 
Caracas se ha instaurado con fuerza demoledora una extra-
ña manía: la de ponerle los nombres más estrambóticos a la 
gente. Aquí no tiene nada de raro que alguien se llame con 
palabras retorcidas que son el resultado de la unión (casi 
contranatura por lo feo del resultado) de la primera sílaba 
del nombre del padre con la primera sílaba del nombre de 
la madre. Nada tiene de raro que por ahí ande una niña 
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variar la ortografía de los existentes,  (124) colocar 
nombres en idioma extranjero  (125) (aunque 
debe mantenerse la identificación del sexo), di-
minutivos,  (126) nombres neutros  (127) (deben 
rechazarse nombres contrarios al sexo del sujeto 
por afectar su dignidad), feminización de nombres 
masculinos  (128) y viceversa.  (129) Hemos llegado 
a ver inclusive expresiones numéricas  (130) de se-
gundo o tercer nombre de pila.  (131) No hay pues 
en Venezuela mayores restricciones a la elección 
del nombre de pila.  (132) Valdría no obstante la 
carencia de limitaciones expresas, hacerse eco 

cuyo nombre sea Nelmar por la mezcla de los nombres de 
sus padres, Nelson y Martha. Lo terrible es que algún día 
Nelmar se encontrará con un zagaletón de nombre Fercar 
(su papá se llama Fernando y su mamá Carolina), se casarán 
y tendrán una niña que se llamará Fernel, y ésta a su vez se 
casará con Willang (por Willmer y Angelina) y tendrán un 
hijo llamado Willfer... Y así continuarán perpetuándose los 
nombres horribles de la gente hasta que pase un fenómeno 
parecido al que le pasa a la mula... Ustedes saben que la 
naturaleza no permite que las especies se mezclen y se 
diluyan. Por eso la mula, que es hija de la unión “ilícita” de 
un caballo y una burra, es infértil. Un fenómeno parecido 
le pasará a los nombres del venezolano. Cuando Willfer 
se encuentre con Yiksia, y vea que el nombre de su retoño 
será tan extraño que ninguna secretaria de ninguna oficina 
pública podrá transcribirlo, entonces volveremos a los 
nombres cristianos. Volveremos a María, a Miguel, a Jaime, 
a José...”. Véase en sentido similar en el Derecho mexicano: 
Güitrón Fuentevilla, Julián: ¿Existe en México la regulación 
jurídica del nombre y de los apellidos?, Organización Edi-
torial Mexicana, 29-1-12, http://www.oem.com.mx/oem/
notas/n2405239.htm “porque finalmente, sin metáforas, en 
México, cada quien se llama como quiere; hace las combi-
naciones que los usos sociales le indiquen o hay ejemplos 
de quien tiene no sólo un nombre de pila sino tres o cuatro 
y no sólo un apellido patronímico —del padre— y matro-
nímico —de la madre— sino que han inventado nombres 
compuestos que por carecerse de una ley del nombre, de 
una regulación jurídica adecuada...”.

 (124) Ej. Karolina o Velén.

 (125) Ej. John, Maurice, Maikel.

 (126) Esto es, abreviaturas o deformaciones del nombre 
original. Ej. Maite, Mariu, Lilita, Pepita, etc.

 (127) Véase supra N° 3. Ej. Abigail, Alex, Rudy.

 (128) Ej. Rafaela, Manuela, Daniela, Josefa, etc.

 (129) Mario, Roso, etc.

 (130) Tales como “Tercero” o “III”. Véase: Pliner, ob. cit., 
p. 156, indica que se presentan lesivos para nuestros senti-
mientos o dignidad la combinación de letras y números.

 (131) Seguramente atendiendo a la posición del indi-
viduo frente a sus antepasados con el mismo nombre de 
pila.

 (132) Hernández-Bretón, ob. cit., p. 600.

de algunas restricciones lógicas derivadas de la 
propia naturaleza del instituto referidas por la 
doctrina extranjera, tales como la prohibición de 
colocar el mismo nombre de pila a los hermanos 
 (133) o la imposición de apellidos como nombres 
de pila,  (134) que confunden el sentido distintivo 
de los elementos esenciales que conforman el 
nombre.

En la doctrina patria, Varela Cáceres refiere a 
su decir otras limitaciones por tratarse de expre-
siones improcedentes, tales como aquellas que 
generen confusión entre la pronunciación y la 
ortografía, que inducen a error en el sexo evocado, 
voces que designan géneros o especies animales, 
cosas, sentimientos o lugares, vocablos usados 
como apellidos o que combinados generen con-
fusión.  (135) Algunas de las limitaciones indicadas 
por el autor no tienen sólido soporte inclusive en 
atención al propio interés del menor, tales como la 
confusión relativa al sexo toda vez que se admite 
el nombre neutro: lo que debe rechazarse es un 
nombre contrario al sexo del sujeto;  (136) el autor 
indica que no debe colocarse “Enrique Henriquez”, 
 (137) siendo que propiamente lo que no debe im-
ponerse como nombre de pila es un apellido por 
lo que éste último ejemplo no luce como un caso 
evidente de lo que no debe imponerse. Por lo que 
la línea o frontera de discusión sobre las palabras 
procedentes se podría tornar difícil.

Ahora, si bien admitimos que a diferencia de la 
grosería, los términos extravagantes pueden ser 
discutibles o al menos no tan obvios para confi-
gurar el rechazo del funcionario; debe concluirse 
que la discusión podría tornarse eterna por lo que 
valdría concluir que ante la duda debe prevalecer 

 (133) Véase: Albaladejo, ob. cit., Vol. II, p. 52; Marín Pérez, 
ob. cit., p. 114; Borda, Guillermo: Manual de Derecho Civil. 
Parte General. Bs. As., Perrot, 7ª ed., 1.974, p. 189.

 (134) Véase: Pliner, ob. cit., p. 146, si se admitiese la 
utilización de apellidos como prenombres, se introduciría 
un factor de perturbación fácil de percibir pues habria que 
indagar cual responde a cada elemento del nombre civil; 
Abelenda, ob. cit., p. 444.

 (135) Véase: Varela Cáceres, El nombre..., p. 259.

 (136) Véase: Pliner, ob. cit., p. 145 “no podrá imponerse 
nombre de varón a una mujer ni viceversa”; LORC, art. 146, 
prevé posibilidad de cambio cuando el nombre de pila”...
no se corresponda con su género...”. Obsérvese que la ley 
no prohíbe los nombres neutros sino aquellos contrarios 
al género o sexo de la persona.

 (137) Véase: Varela Cáceres, El nombre..., p. 259.
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el interés superior del niño que tiene expresa 
consagración jurídica. Lo que a nuestro parecer 
permitiría al funcionario contradecir expresio-
nes que sin constituir improperios se presenten 
como “rimbombantes atrocidades”.  (138) De allí 
que Pliner al referirse a los prenombres ridícu-
los o extravagantes admite que “la ridiculez o la 
extravagancia es un juicio más difícil de precisar. 
A veces el caso no ofrece dudas”. Por ejemplo 
se dirá que “Sardanápalo” es ridículo y “Trifón” 
para algunos sea aceptable. Por lo que debería 
evitarse nombres mitológicos y abstracciones 
(Amor, Igualdad), deslumbramiento de aconte-
cimientos de momento, rebusca en las religiones 
antiguas y modernas (Zoroastro) y la exhumación 
de nombres contrarios al buen de nuestro tiem-
po (Agatodoro, Reparada, Osita).  (139) El autor 
acertadamente incluye nombres que impliquen 
tendencias ideológicas y políticas que constituyen 
una marca que orientan la formación espiritual y 
la libertad del sujeto.  (140)

Por lo que la extrema amplitud no autoriza la 
atribución de un término contrario a la dignidad 
de la persona, pero ello debe ser interpretado en 
forma amplia y cónsona con el sentido del atributo 
a fin de evitar la imposición de cualquier fórmula 
bajo el alegato de no constituir una grosería. De allí 
que con anterioridad a la LORC ya la doctrina se 
había pronunciado por la imposibilidad de esco-
ger una expresión inconsecuente con la condición 
de persona y que en tal caso el funcionario podía 
rechazar la inscripción de tal término,  (141) así 

 (138) Véase: Domínguez Guillén, Manual..., p. 148; Do-
mínguez Guillén, Ensayos..., p. 567 y 568; Varela Cáceres, El 
nombre civil..., pp. 265 y 266, siendo que el interés tutelado 
es del infante y no el del progenitor ávido de creatividad, el 
Registrador se encuentra plenamente facultado para exhor-
tar al presentante a modificar los vocablos irregularmente 
señalados. La solución se encuentra inclusive apoyada en 
la LORC que faculta al Registrador a tramitar cambios de 
nombre en casos excepcionales de allí que se aluda a las 
facultades calificadoras de dicho funcionario.

 (139) Véase: Pliner, ob. cit., pp. 144 y 145.

 (140) Véase Ibíd., p. 143, tales como “Lenín, Hitler, 
Anárquico o Ateo”.

 (141) Véase: Aguilar Gorrondona, pp. 161 y 162; Domín-
guez Guillén, Ensayos..., pp. 567 y 568” nosotros comparti-
mos el criterio de Aguilar Gorrondona, y pensamos que el 
funcionario en casos extremos, puede negarse a asentar la 
palabra indicada por los presentantes, pensemos sencilla-
mente en el caso que la asignación se configure como una 
grosería o un improperio. Ciertamente, la falta de regulación 
en torno a las palabras que integran el nombre de pila en 

como se ha advertido en otras legislaciones que 
tampoco presentan limitaciones expresas;  (142) 
situación ratificada por la LORC (art. 146) que 
permite el cambio de nombre de pila por afectar la 
dignidad del sujeto.  (143) De hecho, la inscripción 
registral es el momento idóneo a fin de evitarle a la 
persona cargar con un término denigrante o ver-
gonzoso. Pues aunque la ley prevea la posibilidad 
excepcional de cambio cuando se afecta la integri-
dad moral del sujeto (LORC, art. 146), tal variación 
pierde sentido después de una vida sufriendo los 
efectos de un atributo que abochorna a la persona. 
 (144) En atención del interés superior del menor 
 (145) y la prioridad absoluta, señalamos que el 

el caso venezolano no puede llevase a tal extremo de libertad 
que atente contra la dignidad de la persona humana, quien 
tendrá que cargar por el resto de su vida con una expresión 
que la denigra y la avergüenza. La inscripción en el Registro del 
Estado Civil, ciertamente es el momento preciso para evitar la 
imposición de un nombre que afecte la dignidad de la persona; 
el funcionario está facultado para rechazarlo e informarle al 
presentante que seleccione otro término entre la inmensa 
variedad existente”; Véase en sentido contrario: Marín Eche-
verría, ob. cit., p. 49 por no haber ninguna prohibición, los 
declarantes pueden indicar al funcionario civil los nombres de 
pila que se les antoje, no parecen aconsejables las limitaciones, 
no obstante las deformaciones en que se incurre;

 (142) Véase: Martínez Gabourel, Jorge: Los nombres de 
las personas naturales en el Registro Civil (Elaborado por 
La Unidad de Capacitación del R.N.P y recopilado por) 
http://www.monografias.com/trabajos24/los-nombres/
los-nombres.shtml “En la legislación hondureña no se 
establece ninguna restricción en el sentido de escoger nom-
bres castizos (español), si no que queda a discreción de los 
padres... el Registrador Civil Municipal no debe proceder a 
realizar la Inscripción de Nacimiento ó en aquellos casos 
que aun cuando este aparentemente en sano juicio preten-
der consignar como nombre una expresión vulgar fuera de 
toda moral que afecta la seriedad y formalidad que deberá 
observarse al realizar una Inscripción en el Registro Civil y 
lesiona la dignidad y moral del niño que será inscrito”.

 (143) Véase: Varela Cáceres, El nombre civil..., pp. 265 y 
266, siendo que el interés tutelado es del infante y no el del 
progenitor ávido de creatividad, el Registrador se encuentra 
plenamente facultado para exhortar al presentante a mo-
dificar los vocablos irregularmente señalados. La solución 
se encuentra inclusive apoyada en la LORC que faculta al 
Registrador a tramitar cambios de nombre en casos excep-
cionales de allí que se aluda a las facultades calificadoras 
de dicho funcionario.

 (144) Véase: Domínguez Guillén, Manual..., p. 148; Do-
mínguez Guillén, Ensayos..., pp. 567 y 568 (posición referida 
en ediciones anteriores).

 (145) Véase: Constitución, art. 78, LOPNNA, art. 8, parr. 
segundo; Convención sobre los Derechos del Niño, art. 3, 
num. 1.
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asunto era y es extensible inclusive a palabras que 
sin ser improperios comprometen la esencia del 
instituto por su rimbombancia.  (146) De allí que 
acertadamente Pliner en la doctrina argentina, 
luego de dar ejemplos de nombres ridículos o 
extravagantes que deben evitarse señala: “Fun-
cionarios del Registro Civil, y jueces, deben obrar 
en tales casos con extrema prudencia y atender 
a las circunstancias de lugar y tiempo, de cultura 
y medio, para calificar los prenombres ubicados 
en la zona gris en que la sensatez y la cordura, por 
un lado, se confunden con la extravagancia y la 
ridiculez con el otro; pero en la duda, pensamos 
que debe rechazarse la inscripción en un caso 
ambiguo pues el interés del niño, el grado de sol-
tura y aplomo que puede restarle un prenombre 
de dudosa resonancia, debe prevalecer frente al 
empecinamiento de padre irreflexivos”.  (147)

Por ello si bien se sostiene que en la selección 
del nombre de pila se combina el deseo de los 
progenitores, con el interés público y el interés del 
niño,  (148) debe admitirse que en caso de duda 
debe prevalecer el interés superior de éste último, 
quien será el que a fin de cuentas cargará con el 
término a cuestas como atributo individualizador. 
El funcionario es el llamado a velar por el interés 
superior del niño, inclusive en casos dudosos, la 
normativa protectora de la infancia y el sentido 
lógico de los términos se debe imponer ante la 
palabra que definirá al sujeto por el resto de su 
existencia y aun más allá de ésta.

“De tal suerte, que cabe concluir que dada la 
trascendencia del nombre en la vida del individuo, 
si bien su selección está guiado por criterios de 
libertad, el respeto a la persona debe orientar su 

 (146) Véase: Domínguez Guillén, Ensayos..., pp. 567 y 
568; Domínguez Guillén, Manual..., p. 148.

 (147) Véase: Pliner, ob. cit., p, 145.

 (148) Véase: Luces Gil, ob. cit., p. 244, indica que la 
regulación jurídica del nombre individual debe inspirarse 
por la libertad de elección, y las restricciones deben redu-
cirse al mínimo orientadas por varios intereses: -el interés 
propio del sujeto designado, que reclama la proscripción 
de nombres ridículos, extravagantes o impropios para la 
designación de las personas, -el interés de los progenitores, 
que impone un respeto liberal a sus creencias religiosas 
y a los sentimientos y tradiciones familiares y regionales; 
y -el interés público en la adecuada individualización de 
las personas, que excluye el empleo de aquellos vocablos 
que puedan inducir a confusión sobre el sexo o provocar 
homonimias familiares.

selección, so pena de rechazo por parte del funcio-
nario, quien es el llamado a velar por la protección 
e interés del niño respecto de tan fundamental 
atributo de la personalidad”.  (149)

6.2.- Apellidos  (150)

La determinación de los apellidos viene dada 
por los artículos 235 al 239 del Código Civil, 
normas que se introducen en la Reforma del CC 
de 1982,  (151) a fin de lograr que toda persona 
tenga dos apellidos. Reglas que según veremos no 
parecieran haber sido sustancialmente afectadas 
en principio por leyes especiales posteriores. El 
artículo 502 de la LOPNNA contiene una referen-
cia al orden de los apellidos en caso de adopción 
inspirado sustancialmente en las mismas reglas 
del Código Sustantivo  (152) según se trate de 
adopción conjunta o de adopción individual. 
Vamos a distinguir entre filiación matrimonial y 
extramatrimonial, filiación establecida respecto 
de uno solo de los progenitores y filiación no 
establecida legalmente.

6.2.1. Filiación matrimonial y extramatrimo-
nial  (153)

* El primer apellido del padre y de la madre for-
man, en ese orden, los apellidos de los hijos. (art. 

 (149) Domínguez Guillén, Manual..., p. 149.

 (150) Véase: Domínguez Guillén, Manual..., pp. 149-156; 
Domínguez Guillén, Ensayos..., pp.570-587; Varela Cáceres, 
El nombre..., pp. 276-281; Aguilar Gorrondona, ob. cit., pp. 
163 y 164; Graterón Garrido, ob. cit., pp. 80-83; Ochoa Gó-
mez, ob. cit., pp. 244-246; Zerpa, ob. cit., p. 78; Peñaranda 
Quintero, Derecho..., pp. 225-227; Hung Vaillant, ob. cit., 
pp. 199 y 200; Marín Echeverría, ob. cit., p. 51; La Roche, 
ob. cit., p. 81; Contreras Briceño, ob. cit., pp. 141-143; Zerpa, 
ob. cit., p. 78; Viso, Luis René: Derecho de Familia. Cabimas, 
Impresora Petrolandia, 1.985, pp. 522 y 523.

 (151) Véase: García de Astorga, Amarilis: Principales 
innovaciones que introduce la Ley de Reforma Parcial del 
Código Civil de 1982. En: Revista del Colegio de Abogados 
del Distrito Federal Nº 145, Caracas, julio-septiembre 1982, 
Nueva Etapa, pp. 69 y 70.

 (152) Véase nuestro comentario en: Domínguez Guillén, 
Ensayos..., pp. 572 y 580.

 (153) Tal clasificación sigue teniendo referencia a nivel 
de doctrinario, no obstante instrumentos normativos que 
tienden a su supresión: Constitución, art. 56 (citado supra) y 
LORC, art. 93: “...toda acta de nacimiento expresará los datos 
de identidad de los progenitores biológicos, omitiendo el 
estado civil de los mismos...”.
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235, CC).  (154) Tal regla se aplica tanto a los hijos 
matrimoniales como a los extramatrimoniales, 
cuya filiación se haya establecido en la partida de 
nacimiento (arts. 235  (155) y 236  (156) CC) o en 
forma inmediatamente sucesiva.

En Venezuela a tenor de tales normas, el 
nombre patronímico se conforma por el primer 
apellido del padre seguido por el primer apellido 
de la madre. Dicha regla se aplica respecto de la 
filiación matrimonial, así como de la filiación 
extramatrimonial que a decir del CC haya sido 
establecida en la partida de nacimiento, pero a ello 
debe agregarse —en nuestro criterio— el supuesto 
de la filiación extramatrimonial establecida en 
forma inmediatamente sucesiva, esto es, aquella 
en que entre el levantamiento de la partida y el 
establecimiento posterior de la filiación no haya 
transcurrido un período de tiempo importante. 
Ello pues dicho orden debe regir cuando no ha 
mediado un tiempo sustancialmente considerable 
a los efectos de la consolidación de las palabras 
que conforman el nombre como parte de la identi-
dad y la consecuente documentación. Interpretar 
lo contrario sería dejar a la voluntad del primer 
reconociente en la filiación extramatrimonial la 
determinación del apellido; el lapso aproximado a 
considerar bien podría ser seis meses.  (157)

De tal suerte que en tales supuestos, el nombre 
patronímico en Venezuela viene dado en primer 
lugar por el apellido paterno seguido del materno. 
No faltará quien critique dicho orden en función 
de la igualdad entre hombre y mujer, pero tal dis-
cusión resultaría un tanto inoficiosa porque ante 

 (154) Véase: TSJ/SCS, Sent. N° 014 del 20-1-04, J.R.G., 
T. 208, pp. 705-707 (también en: http://www.tsj.gov.ve/
decisiones/scs/Enero/014-200104-03762.htm ).

 (155) Indica la norma: “El primer apellido del padre y de 
la madre forman, en ese orden, los apellidos de los hijos. El 
hijo concebido y nacido fuera del matrimonio cuya filiación 
haya sido establecida en relación con ambos progenitores, 
tomará los apellidos de éstos en el mismo orden que los 
hijos concebidos o nacidos durante el matrimonio”

 (156) Refiere la disposición: “Si la filiación ha sido es-
tablecida con posterioridad a la partida de nacimiento, el 
hijo podrá usar los nuevos apellidos. En este caso deberá 
comunicar el cambio al Servicio Nacional de Identificación, 
mediante la presentación del instrumento o la sentencia 
judicial en que conste la prueba de su filiación”.

 (157) Tiempo que establecía el derogado art. 350 de la 
LOPNA de 1998, entre uno y otro reconocimiento filiatorios 
a los fines del ejercicio compartido de la patria potestad.

dos progenitores subsiste la necesidad de colocar 
uno de los apellidos primero, aunque fuese el de la 
madre. Y tal disposición legal imperativa luce más 
sensata al menos en nuestro medio que la opción 
consagrada por otras legislaciones que pretenden 
dejar el orden a la elección de los progenitores, 
 (158) lo que en nuestro país seguramente sería 
fuente de múltiples inconvenientes,  (159) inclu-
sive ante la opción de que sea la autoridad judi-
cial quien resuelva el desacuerdo. Por otra parte, 
pudiéramos encontrarnos ante la inconsecuencia 
de hermanos de doble conjunción con apellidos 
invertidos.

La adopción del apellido materno o segundo 
apellido se presenta característica de los sistemas 
derivados del español, aunque es relativamente 
reciente en dicho ordenamiento  (160) pero la 
exigencia de dos apellidos optimiza la individua-
lización, reduciendo los supuestos de homonimia 
a la vez que denota en principio el doble estado 
familiar filiatorio que necesariamente conforma 
la identidad del sujeto.  (161)

Se aprecian casos locales en los que el sujeto 
pretende utilizar los apellidos de uno de los pro-

 (158) Véase: art. 1875 del Código Civil Portugués. Véase 
sobre la legislación española: Lacruz Berdejo, José Luis: 
Nociones de Derecho Civil patrimonial e introducción 
al Derecho. Madrid, Dykinson, 5ª ed., 2006, Revisión por 
Jesús Delgado Echeverría y María Angeles Parra Lucán, 
p. 78, hasta la ley de 5 de noviembre de 1999, los apellidos 
de la persona eran primero el de su padre y luego el de su 
madre. A partir de dicha ley, el art. 109 CC establece que 
si la filiación está determinada por ambas líneas, el padre 
y la madre de común acuerdo podrán decidir el orden de 
transmisión de su respectivo apellido antes de la inscrip-
ción registral. Su decisión para el primer hijo vale también 
para los hijos futuros de igual vínculo. Si no se ejercita esta 
opción, el orden de los apellidos será el paterno y materno 
(art. 53 LRC)

 (159) Véase criticando tal posible opción: Novales 
Alquézar, María de Aránzazu: Orden de apellidos de la 
persona nacida. Observaciones a propósito de un pro-
yecto de ley. En: Revista Chilena de Derecho Vol. 30, Nº 
2, 2003, pp. 321-330, dialnet.unirioja.es/servlet/fichero_
articulo?codigo=2650436...0, pues si ambos padres pueden 
colocar de común acuerdo en primer lugar el apellido de la 
madre, queda en el aire la solución de que no haya acuerdo 
(Ibíd., p. 323).

 (160) Baqueiro, Rojas, Edgard y Rosalía Buenrostro: 
Derecho Civil Introducción y Personas. México, Harla, p. 
169; Lastra Lastra, ob. cit., p. 39, el doble apellido es una 
costumbre típicamente española de la edad moderna.

 (161) Lete del Río, ob. cit., p. 237.
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genitores como una unidad, lo que contraría las 
citadas reglas  (162) situación que debe ser objeto 
de radical rechazo dado el carácter imperativo o 
de orden público de las reglas relativas al nombre 
civil que incluyen la determinación del apellido. 
Por lo que tal carencia de proyección propia no se 
puede subsanar violentando las normas impera-
tivas relativas a los apellidos. De allí que a nivel 
de actuaciones formales debe exiguirse el orden 
impuesto por la ley,  (163) al igual que comenta-
mos al referirnos a la secuencia de las palabras 
que conforman el nombre de pila.

Los artículos 236 y 237 del CC según veremos 
(infra 7.2.2) permiten acudir a la regla estudia-
da (primer apellido del padre seguido del de la 
madre) en forma potestativa en caso de estable-
cimiento posterior de la filiación.

La Ley para protección de las familias, la 
maternidad y la paternidad (LPFMP),  (164) en 
nuestra opinión no cambia sustancialmente lo 
indicado con relación al orden de los apellidos. 
 (165) Dicha ley especial en su artículo 21 pretende 
imponer en caso de filiación extramatrimonial la 
obligación de la madre de indicar el nombre civil 
del presunto padre en el acta correspondiente 
 (166) a los fines de que se inste el reconocimiento 

 (162) Aguilar Gorrondona, Derecho..., p. 163. En el mis-
mo sentido: Correa Aponte, ob. cit., p. 51.

 (163) Véase: Domínguez Guillén, Ensayos..., p. 577.

 (164) Gaceta Oficial N° 38.773 de fecha 20 de septiembre 
de 2007.

 (165) Véase: Domínguez Guillén, María Candelaria: 
Breve reflexión sobre el reconocimiento de la paternidad 
en la Ley para protección de las familias, la maternidad y la 
paternidad. En: Ensayos sobre Derecho del Trabajo y Dere-
cho de la Seguridad Social. Colección Estudios Jurídicos N° 
19, Tribunal Supremo de Justicia, 2008, pp.227-249 (también 
en: Domínguez Guillén, María Candelaria: Manual de De-
recho de Familia. Caracas, Tribunal Supremo de Justicia, 
Colección Estudios Jurídicos Nº 20, 2008, pp. 333-342).

 (166) Dispone la citada norma: “Cuando la madre y el 
padre del niño o niña no estén unidos por vínculo ma-
trimonial o unión estable de hecho, que cumpla con los 
requisitos establecidos en la ley, y la madre acuda a realizar 
la presentación ante el Registro Civil, deberá indicar nombre 
y apellido del padre, así como su domicilio y cualquier otro 
dato que contribuya a la identificación del mismo. El fun-
cionario o funcionaria deberá informar a la madre que en 
caso de declaración dolosa sobre la identidad del presunto 
padre, incurrirá en uno de los delitos contra la fe pública 
previsto en el Código Penal.En los casos que el embarazo 
haya sido producto de violación o incesto, debidamente 

paterno mediante la citación del sujeto indicado 
como padre y se levante una nueva partida que 
dejaría sin efecto la anterior (art. 27), lo cual 
hemos criticado en otra oportunidad.  (167) Pen-
samos que la determinación de los apellidos debe 
acontecer cuando quede establecida legalmente 
la paternidad ya sea por vía administrativa o 
judicial como efecto inmediato de la filiación y en 
atención al propio interés del menor. No ha faltado 
sin embargo quien sostenga que como el citado 
artículo 21 refiere que el hijo quedará inscrito con 
los apellidos de la madre en caso de violación o 
incesto, ello supone que quedaría inscrito con el 
del indicado como padre en los demás casos.  (168) 
Y en apoyo de ello citan el art. 93, num. 4, de la Ley 
Orgánica de Registro Civil que dispone entre las 
menciones del acta de nacimiento los nombres y 
apellidos del presentado,  (169) toda vez que con 
anterioridad a dicha ley, la determinación de los 
apellidos se desprendía de la partida a través de 

denunciado ante la autoridad competente, la madre podrá 
negarse a identificar al progenitor, quedando inscrito el niño 
o niña ante el Registro Civil con los apellidos de la madre. 
Con base al derecho a la igualdad y no discriminación y al 
principio del interés superior de niños, niñas y adolescentes, 
tal circunstancia en ningún casos será incluida en el texto 
del acta correspondiente”.

 (167) Véase: Domínguez Guillén, Ensayos..., pp. 575 y 
576.

 (168) Véase: Graterón Garrido, ob. cit., pp. 107 y 108, 
considera que el hijo llevará el apellido de la madre cuando 
no se haga la indicación del padre; sin embargo, la misma 
autora acertadamente en el tema de la patria potestad 
refiere que el hecho de que aparezca señalado el supuesto 
padre no le atribuye el ejercicio de la patria potestad sino 
que solo apertura un procedimiento administrativo a los 
efectos de que comparezca ante el Registro Civil a fin de 
reconocer o no su paternidad, solo a partir del reconoci-
miento tendrá tal ejercicio (Ibíd., p. 199). Véase igualmente 
otra reflexión de la autora: Véase: Ibíd., pp. 81 y 82, ¿Cabe 
aquí la pregunta? ¿Cuáles serán los apellidos del niño en 
tanto transcurre el lapso para reconocer o no la paternidad? 
Aparentemente, los de los progenitores que aparecen en el 
acta de nacimiento formada; pero ¿si opera el desconoci-
miento de la paternidad?, Evidentemente, el hijo llevará los 
apellidos de la madre...” Véase sosteniendo la procedencia 
del apellido con la simple indicación del nombre del padre: 
Aguilar Camero, Ramón Alfredo: Consideraciones sobre los 
avances científicos y nuevas normativas en materia de esta-
blecimiento, desconocimiento e impugnación de la filiación 
paterna. Trabajo de ascenso para optar a la categoría de 
profesor Asistente. Facultad de Ciencias Jurídicas y Políticas 
Universidad Central de Venezuela, 2011 (tutora María C. 
Domínguez G., defendido el 24 de febrero de 2012).

 (169) En apoyo a ello: Aguilar Camero, ob. cit.
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la referencia o identificación de los progenitores 
que figuraban en ésta.

Por nuestra parte, pensamos que no obstante la 
impropiedad del citado artículo 21 de dicha Ley 
especial, se precisa necesariamente el estableci-
miento o reconocimiento de la filiación para de-
rivar los efectos de ésta entre los que ciertamente 
se incluye el apellido o más precisamente “los 
apellidos”. Sin embargo, la discusión pareciera 
teórica pues recientemente un artículo de prensa 
local reseña la escasa aplicación de la norma en 
comentarios, toda vez que la generalidad de las 
mujeres solas se niega a identificar al presunto pa-
dre (se procede a levantar un acta al efecto).  (170) 
Vale indicar que la propia LPFMP admite como es 
lógico que la filiación no ha quedado establecida 
cuando el indicado como padre no concurre ante 
la sede administrativa, pues su artículo 31 ordena 
remitir al Ministerio Público a los fines del ejerci-
cio de las acciones filiatorias correspondientes, 
lo que denota la carencia de filiación legalmente 
establecida, de allí que sea lógico concluir la 
improcedencia del uso de un apellido por la sola 
mención de la madre. Por ello pensamos que debe 
privar una interpretación sistemática de dicha Ley 
y no centrarse únicamente en el elemento grama-
tical derivado del citado artículo 21.

Finalmente, cabe reseñar que con base a la 
citada LPFMP que señala un procedimiento para 
el establecimiento de la paternidad extramatri-
monial, la Sala Constitucional se pronunció sobre 
la posibilidad de reconocimiento por parte de un 
tercero del hijo de la mujer casada, al momento 
de extender la partida de nacimiento, siempre que 
“concurra la voluntad” de todos los interesados. 
 (171) Conclusión acertadamente criticada por 

 (170) Véase: Guevara Gómez, Ariana: La responsabilidad 
paterna no se decreta. Varias de las disposiciones que inten-
tó imponer la ley para protección de las familias quedaron 
en letra muerta. El tiempo ha demostrado la inaplicabilidad 
del instrumento legal. El Nacional, domingo 29 de enero 
de 2012, http://www.el-nacional.com/noticia/20198/14/
La-responsabilidad-paterna-no-se-decreta.html

 (171) Véase: TSJ/SConst., Sent. 1443 del 14-8-08, http://
www.tsj.gov.ve/decisiones/scon/agosto/1443-140808-05-
0062.htm : “no pueden los órganos administrativos abste-
nerse de registrar un acta de nacimiento solicitada por la 
madre de una filiación extramatrimonial, fundamentando 
la negativa en la presunción establecida en el art. 201 del 
Código Civil, cuando exista concurrencias de voluntades 
de las partes involucradas, ya que la resolución de la con-
troversia en virtud del conflicto surgido entre la paternidad 

la doctrina  (172) y el propio voto salvado de la 
citada decisión  (173) porque ello se presenta con-
trario al interés del menor pues la presunción de 
paternidad matrimonial en principio  (174) debe 

biológica y la legal, dada la preeminencia que debe tener 
la identidad biológica sobre la identidad legal, todo ello de 
conformidad con lo expuesto en el art. 56 de la Constitu-
ción de la República Bolivariana de Venezuela” (Destacado 
nuestro). Cabe observar que las partes involucradas serían: 
la mujer, su cónyuge, el padre biológico y el niño aunque 
éste último generalmente estará por su edad excluido de 
manifestar su voluntad.

 (172) Véase: Varela Cáceres, Edison Lucio: La identidad 
biológica y la filiación: Comentario a la sentencia del Tribu-
nal Supremo de de Justicia, en Sala Constitucional Nº 1443 
de fecha 14 de agosto de 2008. En: Revista de la Facultad de 
Ciencias jurídicas y Políticas Nº 134, Caracas, Universidad 
Central de Venezuela, 2009, pp. 219-269.

 (173) Véase voto salvado de la citada: TSJ/SConst., Sent. 
1443 del 14-8-08, http://www.tsj.gov.ve/decisiones/scon/
agosto/1443-140808-05-0062.htm : “...La interpretación de 
los arts- 56 y 76 de la Constitución de la República Bolivaria-
na de Venezuela no debe entrar en colisión con la regulación 
legal de las relaciones familiares establecidas en el Título 
V del Código Civil vigente. De allí que, consecuente con el 
sistema normativo, los arts. 20 y siguientes de la reciente 
Ley para Protección de las Familias, la Maternidad y la 
Paternidad (G.O. N° 38.773 de 20 de septiembre de 2007) 
dejen a salvo la regulación establecida en el Código Civil 
sobre filiación legítima. En cambio, cuando la mayoría 
sentenciadora introduce en la interpretación del art. 20 
eiusdem un supuesto no establecido, como lo es el registro 
de un acta de nacimiento de una filiación extramatrimonial 
solicitada por la madre unida en matrimonio, partiendo de 
la interpretación aislada de los arts. 56 y 76 constitucionales 
desarticula todo un sistema legal que ha sido construido con 
apego a la evolución de nuestra idiosincrasia social y que 
no es ajeno al interés superior del niño como nuevo para-
digma en las relaciones familiares. A nuestro modo de ver, 
el razonamiento efectuado por la mayoría sentenciadora es 
ajeno a nuestra tradición de cultura, porque atenta contra 
la naturaleza monogámica del matrimonio, e introduce un 
elemento de desconcierto social; amén del conflicto legal 
que genera el desconocimiento de los derechos del cónyuge 
y del supuesto padre biológico declarado en la relación ex-
tramatrimonial. En resumen, creemos que la construcción 
interpretativa que hace la mayoría sentenciadora en el caso 
de autos en nada contribuye a la seguridad jurídica insti-
tucional; antes, por el contrario, introduce un elemento de 
desconcierto social que puede influir negativamente en el 
pacífico discurrir de las relaciones interfamiliares, creando 
innecesariamente conflictividad en el ámbito civil privado 
porque ninguna madre en su sano juicio se arriesgaría a 
estigmatizar socialmente a su hijo”.

 (174) Salvo en el supuesto del art. 225 del CC que dispone: 
“Se puede reconocer voluntariamente al hijo concebido 
durante el matrimonio disuelto con fundamento en el art. 
185A de este Código, cuando el período de la concepción 
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ser desvirtuada judicialmente para que medie 
reconocimiento filiatorio, por ser una materia de 
orden público, ya que las relaciones sexuales de 
la madre con un tercero no excluyen la posible 
paternidad de su cónyuge.  (175) Pareciera un 
caso poco probable en la práctica a los fines de 
considerar la improcedencia del apellido del 
esposo de la madre.

6.2.2. Filiación establecida respecto de uno solo 
de los progenitores

* Si la filiación sólo se ha determinado con 
respecto de uno de los progenitores, el hijo tiene 
el derecho de llevar los apellidos de éste. Si el 
progenitor tuviere uno solo apellido, el hijo tendrá 
derecho a repetirlo (art. 238 CC).  (176)

Toda persona tiene derecho a un nombre civil, 
que ha de entenderse completo, esto es, con dos 

apellidos, pues la simple mención de un solo ape-
llido que disponía el Código Civil de 1942 en caso 

coincida con el lapso de la separación que haya dado lugar 
al divorcio”. Se admite que el reconocimiento del tercero, ex-
cepcionalmente permite en tal caso que cese la presunción 
de paternidad sin ejercicio previo de la respectiva acción 
de desconocimiento.

 (175) Véase nuestros comentario en: Domínguez Guillén, 
Manual de Derecho de Familia..., p. 234, “creemos que debe 
admitirse la posibilidad excepcional de desvirtuar judicial-
mente la presunción de paternidad por un tercero distinto 
al presunto padre. Reiteramos que dicha posibilidad dada 
la importancia de lo que está en juego debe tener lugar judi-
cialmente, por lo que resulta completamente improcedente 
pretender desvirtuar la referida presunción de paternidad 
matrimonial mediante un simple reconocimiento de un 
tercero —salvo el supuesto del art. 225 CC— sin que medie 
un juicio contradictorio y tenga lugar la correspondiente 
decisión judicial. El cese de la presunción de paternidad 
reclama necesariamente una decisión jurisdiccional y 
ello solo puede decidirlo el Juzgador previo análisis de las 
particularidades del caso concreto”.

 (176) Véase sobre dicha norma; Aguilar Gorrondona, ob. 
cit., p. 164; Contreras Briceño, ob. cit., p. 144; Hung Vaillant, 
ob. cit., p. 199; La Roche, ob .cit., p. 81; Marín Echeverría, ob 
.cit., p. 51; Viso, ob. cit., pp. 522 y 523; Zerpa, ob. cit., p. 78; 
Bocaranda E., Juan José: Análisis y Consideraciones sobre 
el Nuevo Código Civil 1.982. Caracas, Tipografía Principios, 
1.982, p. 153; Correa Aponte, ob. cit., p. 52; D” Jesús M., An-
tonio: Lecciones de Derecho de Familia. Caracas, Paredes 
Editores, 1.991, pp. 102 y 155; García de Astorga, ob. cit., p. 
69; Perera Planas, Nerio: Análisis del Nuevo Derecho Civil. 
Maracay, Fondo Editorial del Instituto de Estudios Jurídicos 
“Carlos Alberto Taylhardat”, Colegio de Abogados del Estado 
Aragua, 1.983, p. 256.

de filiación extramatrimonial  (177) constituía un 
signo estigmatizante. De allí que acertadamente 
la Reforma del texto sustantivo en 1982 garantiza 
la imposición necesaria de dos apellidos en el 
supuesto de filiación establecida respecto de uno 
solo de los progenitores, en cuyo caso, el hijo lleva-
rá los dos apellidos de éste,  (178) y si el progenitor 
tiene un solo apellido podrá repetirlo. En este últi-
mo supuesto subsistirá la duda de si la repetición 
es producto de la casualidad o de la norma bajo 
análisis. Pero la posibilidad de que la coincidencia 
con los apellidos de uno de los progenitores refleje 
su status es un asunto que excede de la finalidad 
pretendida por el Legislador, a saber, que con la 
sola mención del nombre civil completo no se de-
note la carencia de reconocimiento del progenitor 
a través de un único apellido.  (179)

Tal determinación de los apellidos procede de 
derecho, pues deriva de normas que operan ope 
legis, sin necesidad de declaratoria judicial. Antes 
de la LORC con la simple manifestación al Servi-
cio Nacional de Identificación (pues la partida 
indicaba el nombre de pila y la identificación del 
o la progenitora)  (180) y con dicha ley especial al 

 (177) El art. 222 del CC de 1.942 indicaba “ El hijo natural 
toma el apellido del padre o de la madre que lo haya recono-
cido o el del padre si ha sido reconocido por ambos”.

 (178) Véase: Juzgado Undécimo de Primera Instancia en 
lo Civil, Mercantil y Tránsito de la Circunscripción Judicial 
del Área Metropolitana de Caracas. Caracas, Sent. 12-3-08, 
http://jca.tsj.gov.ve/decisiones/2008/marzo/2126-12-
25485-.html

 (179) Véase: Domínguez Guillén, Ensayos..., p. 579.

 (180) Véase en este mismo sentido: Sala de Juicio del 
Tribunal de Protección del Niño y del Adolescente de la 
Circunscripción Judicial del Estado Carabobo, con sede en 
Puerto Cabello, Jueza Unipersonal Nº 01, Sent. 25-9-07, Exp. 
1J-1438/07, “... De tal manera que, con la referida norma se 
le garantiza a la persona la utilización de dos apellidos, a 
fin que se sienta cómoda en el ámbito jurídico y social.Cabe 
destacar que, las reglas consagradas en el Código Civil Vene-
zolano respecto a la determinación del apellido, constituyen 
normativas que se aplican de pleno derecho, quiere decir, 
sin necesidad de previo pronunciamiento administrativo o 
judicial alguno, y sin requerir indicación alguna en el Acta; 
ya que solo basta el establecimiento de la filiación para su 
efectiva utilización. En los casos de filiación individual, el 
uso de los dos apellidos del progenitor cuya filiación está 
establecida, igualmente aplica automáticamente. Es por 
lo que, la petición solicitada en el presente caso no puede 
prosperar en derecho. Y así se declara.Sin embargo, esta 
Juzgadora hace la salvedad que, al momento de la obtención 
del documento de identificación referido a la cédula de 
identidad del niño de autos, la representante legal deberá 
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momento de extender el acta de nacimiento que 
debe contener la mención a los apellidos; lo mismo 
aplica a la posibilidad de repetir el único apellido del 
progenitor cuya filiación está legalmente establecida. 
 (181) Así pues, la actualidad la LORC dispone que 
los apellidos han de constar en la respectiva partida 
de nacimiento (art. 93, num. 4); con anterioridad los 
apellidos derivaban del nombre de los progenitores 
contenidos en la partida de nacimiento de que se 
tratare.

Esta norma del artículo 238 del CC encuentra 
aplicación cuando la filiación ha sido establecida 
respecto de uno sólo de los progenitores, que nor-
malmente suele ser la madre. Ello no obstante la 
pretendida exigencia del artículo 21 de la LPFMP 
referida previamente.  (182)

6.2.3. Niños cuya filiación no está establecida

* Los hijos cuya filiación no esté establecida, figu-
rarán en las partidas de nacimiento con dos apellidos 
que escogerá el funcionario del estado civil, quien, 
al hacerlo cuidará de no lesionar intereses legítimos 
de terceros. Si la filiación es establecida posterior-
mente respecto de uno de ambos progenitores se 
aplicarán las disposiciones anteriores (art. 239  (183) 

manifestar verbalmente al funcionario de la respectiva 
Oficina de Servicio de Identificación, el derecho del niño 
... de usar los dos apellidos de su madre, de tal manera que 
el niño quede identificado como...”

 (181) Pues la aplicación de las reglas bajo análisis operan 
de derecho sin necesidad de declaración judicial alguna. Y 
de la negativa o abstención de dicho ente respecto de la pe-
tición del interesado —a nuestro criterio— podría recurrirse 
inclusive en amparo, en razón del derecho de toda persona 
de tener un nombre civil completo de conformidad con el 
art. 56 de la Carta Magna. Véase sin embargo, decisión que 
se pronuncia al respecto: Juzgado Undécimo de Primera 
Instancia en lo Civil, Mercantil y Transito de la Circunscrip-
ción Judicial del Área Metropolitana de Caracas, Sent. 12-3-
08, Exp. 25.485, http://caracas.tsj.gov.ve/decisiones/2008/
marzo/2126-12-25485-.html “procede en forma sumaria, 
por lo que ordena que todos los documentos que identifican 
a el ciudadano..., aparezcan con su nombre y con los dos 
apellidos de su progenitora la ciudadana..., es decir, ..., en 
virtud que fue la ciudadana antes mencionada con la que 
se estableció el vínculo filial a momento de la presentación. 
Igualmente este Juzgado ordena oficiar a la Oficina Nacional 
de Identificación y Extranjería (ONIDEX), a los fines de dar 
cumplimiento a la Ley Orgánica de Identificación en sus 
art.s 2, 3, 5, 8, 16 y 17 de la presente Ley”

 (182) Véase supra Nº 6.2.1.

 (183) Véase sobre dicha norma; Aguilar Gorrondona, ob. 
cit., p. 164; Contreras Briceño, ob. cit., p. 144 ; Hung Vaillant, 

CC). Dicha regla se repite sustancialmente en el art. 
91 LORC: “Quien encuentre un niño recién nacido 
o una niña recién nacida, dejado en lugar público o 
privado, hará la participación ante cualquier au-
toridad administrativa, civil, judicial o militar, 
quien deberá notificar al Consejo de Protección 
de Niños, Niñas y Adolescentes del Municipio a 
los efectos de su presentación ante la oficina o 
unidad de Registro Civil del lugar donde haya 
sido encontrado o encontrada. Se extenderá el 
acta de nacimiento que exprese las circunstancias 
de la presentación, la edad aparente, sexo, dos 
nombres y dos apellidos, los cuales serán esco-
gidos por el registrador o la registradora civil, 
quien cuidará de no lesionar intereses legítimos 
del niño recién nacido o niña recién nacida ni de 
terceros, y será clasificada de carácter reservado 
y confidencial; sus certificaciones no contendrán 
calificación alguna de la filiación o de las circuns-
tancias de hecho.

El Consejo de Protección de Niños, Niñas y 
Adolescentes del Municipio, solicitará ante el 
Tribunal de Protección de Niños, Niñas y Ado-
lescentes el inicio del procedimiento de coloca-
ción familiar, una vez hecha la inscripción por 
el registrador o la registradora civil; de igual 
manera notificará al Ministerio Público, a fin 
que se inicien las averiguaciones de tipo penal 
que correspondan. En aquellos casos en que se 
logre identificar a los padres biológicos del niño 
o niña, se procederá a invalidar el acta de naci-
miento originalmente extendida y se asentará el 
acta de nacimiento con los datos de los padres 
biológicos”.

De tal suerte, que cuando la filiación no se 
encuentra legalmente establecida respecto de 
ninguno de los progenitores, igualmente al niño 
o niña deberá imponérsele dos apellidos, y ello 
está a cargo del funcionario de Registro Civil. Esto 
a tono con el artículo 18 de la Convención Ameri-
cana,  (184), a objeto de garantizar el derecho de 
toda persona a tener un nombre civil completo. 

ob. cit., pp. 199 y 200; La Roche, ob .cit., pp. 81 y 82; Marín 
Echeverría, ob .cit., p. 52; Viso, ob. cit., p. 524; Zerpa, ob. cit., 
p. 78; Bocaranda, ob. cit., p. 153; Correa Aponte, ob. cit., p. 
52; D” Jesús M., ob. cit., pp. 102, 103 y 155; García de Astorga, 
ob. cit., p. 70; Perera Planas, ob. cit., pp. 256 y 257.

 (184) Que prevé: “...a Ley reglamentará la forma de asegu-
rar este derecho para todos, mediante nombres supuestos 
si fuere necesario.”
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Tal supuesto ha sido calificado de “atribución 
administrativa del apellido”.  (185)

Las normas citadas disponen que el funcio-
nario velará de no afectar intereses de terceros, 
consideración que ya había criticado la doctrina 
al comentar el Código Civil de 1982 pues por la 
presente vía no se puede imponer filiaciones en 
virtud de la homonimia.  (186) Pero aunque ello 
es cierto, no pareciera ser conveniente para el 
menor atribuirle un nombre civil asociado a un 
personero en particular. De allí que la reciente 
LORC agrega además que el funcionario debe 
considerar también el interés del niño o niña 
recién nacida, lo que apunta más a la comodidad 
del portador en el sentido de colocar un término 
que no lo perturbe, lo que permite considerar las 
limitaciones que podrían afectar la escogencia del 
funcionario, dada la función del nombre patroní-
mico, siendo recomendable seleccionar apellidos 
sencillos y evitar combinaciones que constituyan 
incómodas o notorias homonimias.

De allí que se advierte que los apellidos que 
podrá imponer el funcionario, obviamente no 
deberán ser alusivos a la situación del menor 
 (187) y aunque la ley no lo indique expresamente 
no es conveniente inventar apellidos, por lo que 
—como acontece en otras legislaciones— se pre-
cisarían escoger apellidos ya existentes “de uso 
común o corriente” a los fines de que el término 
no despierte mayor interés o distracción en los 
terceros,  (188) lo que contribuye a la comodidad 
e interés del portador. Recordemos que el nom-
bre patronímico es en principio indicativo de 

 (185) Véase: Ochoa Gómez, ob. cit., p. 245.

 (186) Véase comentario de Perera Planas, ob. cit., pp. 256 
y 257: “Si las anteriores son normas inexplicables en líneas 
generales, ésta es el colmo de lo antijurídico. ¿Cuáles son los 
derechos de terceros, los intereses legítimos que se pueden 
lesionar cuando el funcionario selecciona los dos benditos 
apellidos para un hijo expósito? O es que ahora existe la 
posibilidad de crear filiaciones a base del uso de un determi-
nado apellido? El funcionario escoge dos apellidos - Herrera 
Uslar, Uslar Pietri, Vaquero González-. ¿En qué afecta a los 
terceros tal atribución? Por esa vía necia de reminiscente 
aristocracia, los niños de filiación no reconocida se llamarán 
Pérez Pérez o Rodríguez Rodríguez.”

 (187) como expósito (utilizado por el art 469 del CC de 
1942), abandonado, desconocido, etc.

 (188) Véase: Domínguez Guillén, Ensayos..., pp. 580 y 581; 
Albaladejo, ob.cit., Vol. II, p. 55; Cifuentes, Elementos..., p. 
153; Ghersi, ob. cit., p. 148.

la filiación  (189) —salvo excepcionales como la 
que analizamos—, por lo que es mejor suavizar 
la eventual indagación de los terceros con ape-
llidos sencillos y no rebuscados.

Si la persona ha utilizado determinados ape-
llidos a la fecha de la presentación registral, el 
funcionario debería colocarle tales, previsión 
que se ha referido de otras legislaciones como 
la argentina,  (190) porque ello contribuye con la 
preservación del sentido de individualización e 
identidad del sujeto que se tiene desde el inicio 
de la existencia.

Finalmente, en cuanto a la previsión del ar-
tículo 91 de la LORC que prevé la invalidez del 
acta original una vez establecida la filiación de 
los padres biológicos, consideramos las mismas 
reflexiones realizadas supra con relación al le-
vantamiento de una nueva partida previsto en 
la Ley de Protección a la Familia, la maternidad 
y la paternidad (arts. 27 y 29), pues es evidente 
que la verdad biológica no tiene porque destruir 
la partida original de nacimiento cuando ha 
mediado un tiempo considerable que reper-
cutirá en perjuicio del menor y su derecho a la 
identidad, dado el cambio de documentación. 
Recordemos que el nombre con inclusión del 
apellido se adhiere al ser desde el comienzo de 
su vida, por lo que no resulta consecuente con el 
sentido de identidad imponer un cambio auto-
mático de apellido en el caso de establecimiento 
posterior de la filiación, pues las palabras que 
conforman el mismo se instalan en el ser inclusi-
ve con proyección psicológica. El Código Civil de 
1982 sabiamente estableció en tal supuesto un 
cambio optativo, que además precisa —según 
veremos— de la debida garantía de escuchar al 
menor. El sistema de la nota marginal es idóneo 
en tal sentido porque permite dejar cuenta de la 
nueva filiación sin destruir el valor de la partida. 
 (191) El citado artículo 56 de la Constitución que 
consagra el derecho de toda persona a tener un 

 (189) Véase supra N° 3.

 (190) Véase en este sentido; Cifuentes, Elementos.., p. 
153; Ghersi, ob. cit., p. 148; Domínguez Guillén, Ensayos..., 
pp. 582 y 583; Varela Cáceres, El nombre civil..., pp. 267 y 268, 
considerando con relación al nombre de pila que el mismo 
debería ser ratificado por el funcionario en una suerte de 
posesión de estado.

 (191) Domínguez Guillén, Manual de Derecho Civil 
I..., p. 154.
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nombre y el apellido del padre y de la madre, 
así como el derecho de obtener instrumentos 
que comprueben la identidad biológica no 
puede ser entendido como una derogatoria de 
normas que no reflejen la filiación biológica 
a través de apellido, porque la propia Carta 
Magna consagra otros principios como el del 
interés superior del menor (art. 78) y el carácter 
enunciativo de los derechos (art. 22) entre los 
que se incluye la identidad. El nombre que se 
adhiere al sujeto desde el inicio de su existencia 
formando parte inherente a su identidad, por 
lo que no debe ser cambiado imperativamente 
por los vaivenes legales especialmente cuando 
ha mediado un tiempo considerable. El carácter 
progresivo de los derechos de la persona supone 
que las innovaciones son para mejorar y no para 
retroceder.

7. Cambio

7.1. Nombre de pila o prenombre

Si bien se refiriere en principio la imposibili-
dad de cambio de nombre  (192) dado su carác-
ter de orden público, también la misma doctrina 
había admitido la relatividad del dogma de la 
inmutabilidad,  (193) admitiéndose así posibi-
lidad de cambio excepcional de nombre de pila 
en los supuestos en que el término afectase la 
dignidad,  (194) porque si el nombre constituye 
el atributo individualizador por excelencia que 
acompaña al sujeto cada día de su vida, no 
puede revertirse en una palabra que denigre 
y avergüence a la persona. Se admite que no 
es suficiente una locución que individualice 
sino que es necesario que dicha expresión sea 
“digna”.  (195) Y así lo habían referido algunas 

 (192) Véase en este sentido: Aguilar Gorrondona, De-
recho..., pp. 164 y 165, Contreras Briceño, ob. cit., p. 146; 
Marín Echeverría, ob. cit., pp. 57 y 58.; La Roche, p. 249; 
Hung Vaillant, Derecho..., pp. 200-203; Juzgado del Muni-
cipio Andrés Bello de la Circunscripción Judicial del Estado 
Miranda, Sent. 8-2-11, Exp. 2010-685, http://miranda.tsj.
gov.ve/decisiones/2011/febrero/118-8-2010-685-.html 
“El nombre civil nunca es cambiable voluntariamente, por 
ninguna causa o motivo...”.

 (193) Véase: Pliner, ob. cit., pp. 281 y 282.

 (194) Véase: Varela Cáceres, La modificación..., pp. 67 
y ss.; Domínguez Guillén, Ensayos...., 2ª ed., 2006, pp. 491 
y 492.

 (195) Varela Cáceres, La modificación..., p. 83.

decisiones judiciales  (196) cuyas ideas perduran 
aun.  (197)

No obstante lo anterior, se tramitaban solici-
tudes judiciales de cambio de nombre por vía 
de rectificación de partidas, bajo el alegato de la 
existencia de un error al momento de extender 
de la partida.  (198) Actualmente la LORC atribuye 
al Registrador la corrección de los simples errores 
materiales  (199) de las partidas en las que se inclu-
yen los relativos al nombre, así como propiamente 
el cambio del nombre de pila por las excepcionales 
causas de ley. En efecto, recientemente la LORC en 
su artículo 146 admite expresamente la posibilidad 
excepcional de cambio en sede administrativa su-
puestos asociados a la afectación de su dignidad:

“Toda persona podrá cambiar su nombre propio, 
por una sola vez, ante el registrador o la registra-
dora civil cuando éste sea infamante, la someta al 
escarnio público, atente contra su integridad moral, 
honor y reputación, o no se corresponda con su 
género, afectando así el libre desenvolvimiento de 
su personalidad.

Si se tratare de niño o niña, el cambio se efec-
tuará mediante solicitud del padre, madre o 

 (196) Véase: Ibíd., pp. 100 y 101, cita decisiones del 
Juzgado Quinto de Primera Instancia Civil, Mercantil y del 
Tránsito de la Área Metropolitana de Caracas, Sent. 3-7-06, 
exp. 06-3031 (solo se permite el cambio de nombre cuando 
este causa hilaridad o burlas, o es humillante para quien 
lo lleva...); Juzgado Segundo de Primera Instancia Civil, 
Mercantil y del Tránsito y Agrario del Primer Circuito de 
la Circunscripción Judicial del Estado Portuguesa, Sent. 
25-6-07, Exp. 00413-C06, el nombre Marciana del Carmen 
se cambia por Mariana del Carmen pues a la accionante le 
produce afectaciones en sus relaciones.

 (197) Véase: Juzgado Quinto de Primera Instancia en 
lo Civil, Mercantil, Transito y Bancario de la Circunscrip-
ción Judicial del Área Metropolitana de Caracas, Sent. 
24-2-12, Exp. AH15-S-2007-000092. http://cfr.tsj.gov.ve/
decisiones/2012/febrero/2120-24-AH15-S-2007-000092-.
html “Sólo se permite el cambio de nombre cuando éste 
causa hilaridad o burlas, o es humillante para quien lo lle-
va, por estar conformado por palabras a las que se otorgan 
significado distinto al que tienen”.

 (198) Véase: Varela Cáceres, La modificación..., pp. 111 
y ss.

 (199) Véase: art. 145, “La rectificación de las actas en 
sede administrativa procederá cuando haya omisiones de 
las características generales y especificas de las actas, o 
errores materiales que no afecten el fondo del acta” Véase 
también: Normas para regular los libros, actas y sellos del 
Registro Civil, arts. 75-77.
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representante; si es adolescente mayor de catorce 
años podrá solicitar personalmente el cambio de 
nombre propio; una vez alcanzada la mayoría de 
edad podrá volver a solicitar el cambio de nombre 
por una sola vez.

En los casos de colocación familiar de niños, 
niñas y adolescentes, no se permitirá el cambio de 
nombre propio sin autorización judicial previa.

El registrador y la registradora civil procederá 
a la tramitación del cambio de nombre propio, 
mediante el procedimiento de rectificación en sede 
administrativa” (200) (Destacado nuestro).

El cambio excepcional de nombre de pila 
tiene lugar si se dan los supuestos expresamen-
te consagrados en la ley según ha ratificado la 
jurisprudencia  (201) asociados a la afectación 

 (200) Véase: Normas para regular los libros, actas y sello 
del Registro Civil (GO, Nº 39.461 del 8-7-10), art. 78.

 (201) Véase: Juzgado del Municipio Nirgua, de la Cir-
cunscripción Judicial del Estado Yaracuy, Sent. 8-4-11, 
Exp. 3.149/ 11, http://yaracuy.tsj.gov.ve/decisiones/2011/
abril/1439-8-3149-11-1043.html “la apreciación de la 
solicitante de que una vez que la persona tiene libre dis-
cernimiento puede escoger el nombre que le PLAZCA...” 
es incorrecta, toda vez que el cambio del nombre propio 
sólo se da si el interesado o interesada en dicho cambio, 
prueba alguna de las causales taxativas indicadas en el 
referido art. 146 de la Ley Orgánica de Registro Civil y 
no bajo el simple alegato, de que desde hace un tiempo 
se le ha venido conociendo como...”; Tribunal Segundo 
de Mediación y Sustanciación de Protección de Niños, 
niñas y adolescentes Circunscripción Judicial del Estado 
Bolívar, Sent. 17-3-11, Exp. FP02-J-2011-000228, http://
jca.tsj.gov.ve/decisiones/2011/marzo/2402-17-FP02-J-
2011-000228-PJ0832011000281.html “ya que el nombre 
de ...que se desea cambiar, no es infame, ni atenta contra 
la integridad moral, el honor y la reputación de la niña, ni 
tampoco obedece a un nombre que no se corresponda con 
el género que afecte su libre desenvolvimiento, puesto que 
ninguna de estas circunstancias fueron alegadas por los 
solicitantes...”;Tribunal Superior Cuarto del Circuito Judicial 
del Tribunal de Protección de Niños, Niñas y Adolescentes 
de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Ca-
racas y Nacional de Adopción Nacional, Sent. 17-10-11, Exp. 
AP51-V-2009-016806, http://jca.tsj.gov.ve/decisiones/2011/
octubre/2457-17-AP51-R-2011-014365-PJ0592011000070.
html “al supuesto objeto de examen, es de concluir, que 
si bien la Ley consagra el cambio de nombre por vía au-
tónoma, se estableció de manera clara y precisa, que sólo 
será cuando se trate de nombres vergonzosos o ridículos 
que propicien una violación de los derechos e intereses, 
así como la afectación a nivel emocional, social y moral de 
la persona que lo posee”; Juzgado del Municipio Andrés 
Bello de la Circunscripción Judicial del Estado Miranda, 

de la dignidad del sujeto, esto es, términos que 
denigren, avergüencen o hagan penosa o incomo-
da la existencia de su portador. Lo cual acontece 
en principio —aunque no necesariamente— por 
vía administrativa por una sola vez, mediante el 
mismo procedimiento de rectificación de errores 
materiales en tal sede, aunque para algunos el 
órgano ideal para conocer del mismo debía ser el 
jurisdiccional  (202) como acontecía antes de la 
LORC, cuando el Código Adjetivo (arts. 768 y ss.) 
atribuían tal facultad exclusivamente al Juzgador. 
 (203) Sin embargo, algunos han sostenido acer-
tadamente que no obstante la previsión de dicha 
ley especial el Juzgador seguiría teniendo en la 
actualidad jurisdicción para conocer del cambio 
de nombre de pila por vía del procedimiento de 
rectificación de partidas y nuevos actos del estado 
civil en los que se incluye al atributo del nombre. 
 (204) Tal interpretación con base a que la Sala 

Sent. 8-2-11, Exp. 2010-685 , http://miranda.tsj.gov.ve/
decisiones/2011/febrero/118-8-2010-685-.html

 (202) Véase: Várela Cáceres, La modificación..., p. 154, 
considera pertinente que la solicitud de cambio de nombre 
siga bajo la salvaguarda del poder judicial y no por vía admi-
nistrativa (cuando comentaba el Proyecto de Ley Orgánica 
del Registro Civil).

 (203) Véase art. 769 del Código de Procedimiento Civil 
correspondiente al Capítulo titulado “De la rectificación y 
nuevos actos del estado civil”: “Quien pretenda la rectifi-
cación de alguna partida de los registros del estado civil, o 
el establecimiento de algún cambio permitido por la ley, 
deberá presentar solicitud escrita antes el Juez de Primera 
Instancia en lo Civil a quien corresponda el examen de los 
libros, según el Código Civil, expresando en ella cuál es la 
partida cuya rectificación pretende, o el cambio de su nom-
bre o algún otro elemento permitido por la ley...En el primer 
caso, presentará copia certificada de la partida, indicando 
claramente la rectificación solicitada y el fundamento de 
ésta. En el segundo caso, además de la presentación de 
la partida, el solicitante indicará el cambio del elemento 
que pretende. En ambos casos, se indicará en la solicitud 
las personas contra quienes pueda obrar la rectificación 
o el cambio, o que tengan interés en ello, y su domicilio o 
residencia.” (Destacado nuestro).

 (204) Véase: Guite Andrade, Tomas Enrique: La rectifi-
cación de partidas y nuevos actos del estado civil. Caracas, 
Universidad Central de Venezuela, Facultad de Ciencias 
Jurídicas y Políticas, Centro de Estudios de Postgrado, 2011 
(tutor: María C. Domínguez G.). Dicho trabajo igualmente 
fue presentado para ascender a la categoría de profesor asis-
tente (defendido el 28 de marzo 2012). El autor sostiene que 
la posibilidad de cambio de nombre bien puede seguir sien-
do conocida por la Jurisdicción a través del procedimiento 
consagrado en los art. 768 y ss. del Código de Procedimiento 
Civil. Véase igualmente: Juzgado del Municipio Nirgua, de 
la Circunscripción Judicial del Estado Yaracuy, Sent. 8-4-11, 
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Política del Tribunal Supremo de Justicia —ante 
un supuesto semejante— ha indicado que si bien 
la LORC atribuye el conocimiento de los simples 
errores materiales de las actas al Registrador, si 
la solicitud ha sido interpuesta ante el Juez éste 
también tendría jurisdicción, porque lo contrario 
afectaría la celeridad y la tutela judicial efectiva, 
amén de la posibilidad de los respectivos con-
flictos de jurisdicción que producirían sustancial 
retraso.  (205)

Exp. 3.149/ 11, http://yaracuy.tsj.gov.ve/decisiones/2011/
abril/1439-8-3149-11-1043.html “que pudo ser tramitada 
en sede administrativa tal como lo contempla el art. 146 de 
la Ley Orgánica de Registro Civil que entró en vigencia el 
día 15 de septiembre de 2009, y que aparece publicada en 
la Gaceta Oficial de la República Bolivariana de Venezuela 
N° 39.264, pero en respeto del derecho al acceso a la justicia 
previsto en el art. 26 de la Constitución de la República 
Bolivariana de Venezuela al haber escogido la solicitante 
este Juzgado para dilucidar su pretensión y conforme a lo 
previsto en el art. 769 del Código de Procedimiento Civil 
y a la competencia que para estos efectos le fue conferida 
a los Juzgados de Municipio a través de la Resolución N° 
2009/0006 de fecha 18 de marzo de 2009, emanada de Sala 
Plena del Tribunal Supremo de Justicia y publicada en la 
Gaceta Oficial de la República Bolivariana de Venezuela 
N° 39.952, la cual igualmente le fue ratificada por la Sala 
Político Administrativa del Tribunal Supremo de Justicia 
en sentencia de fecha 09 de febrero de 2011, exp. N° 2011-
0018, relacionado con consulta planteada por este Juzgador 
en la cual dicho Órgano indicó: que (omissis) “... Declarar 
que el Poder Judicial no tiene jurisdicción, comportaría 
una dilación perjudicial al actor, que negaría su derecho 
constitucional de tener acceso a una administración de 
justicia expedita y sin dilaciones indebidas, al imponerle 
que acuda ante la Administración para hacer valer sus 
derechos, cuando ya había escogido la vía jurisdiccional, a 
través de la solicitud de rectificación de acta de nacimiento 
presentada ante el tribunal...”

 (205) Véase: TSJ/SPA; Sent. 00194 de 8-3-12, http://
www.tsj.gov.ve/decisiones/spa/Marzo/00194-8312-2012-
2012-0237.html, “estima esta Sala que anular el trámite 
que actualmente cursa en sede jurisdiccional, resultaría 
un improperio aún más evidente a la tutela judicial efec-
tiva de los derechos de la accionante” ; TSJ/SPA, Sent. Nº 
00245 del 22-2-11, http://www.tsj.gov.ve/decisiones/spa/
Febrero/00245-23211-2011-2011-0016.html “...que existe un 
error material en su nombre por aparecer escrito “Vegonia”, 
siendo lo correcto “Begonia”... aprecia la Sala, que sería el 
órgano administrativo el llamado a conocer de la solicitud 
de autos, no obstante declarar que el Poder Judicial no tiene 
jurisdicción para conocer el presente caso comportaría 
una dilación perjudicial a la actora que negaría su derecho 
constitucional de tener acceso a una administración de jus-
ticia expedita y sin dilaciones indebidas, al imponerle que 
acuda ante la Administración para hacer valer sus derechos; 
más aun cuando ya había escogido la vía jurisdiccional a 
través de la solicitud de rectificación de Acta de Nacimiento 

El Registrador conocería de las solicitudes simples 
de cambio de nombre en aquellas supuestos que se 
trate palabras o expresiones que afectan la dignidad, 
incluyendo la no correspondencia con el sexo, pero 
en este último supuesto el asunto no es extensible a 
la transexualidad que constituiría un problema de 
fondo que requeriría el examen del Juzgador  (206) 

presentada ante el tribunal consultante”. TSJ/SPA, Sent. Nº 
00185 de 10-2-11, http://www.tsj.gov.ve/decisiones/spa/
Febrero/00185-10211-2011-2011-0018.html “este Máximo 
Tribunal en aras de salvaguardar los postulados constitucio-
nales de acceso a la justicia y tutela judicial efectiva...se ob-
serva que el accionante también solicitó: “que se rectifique 
al igual que [su] nombre, la fecha de [su] nacimiento el cual 
incorrectamente aparece en dicha Partida de Nacimiento 13 
de Febrero, siendo lo correcto 14 de Febrero”, requerimiento 
respecto del cual el a quo no hizo pronunciamiento alguno 
y visto que el actor sólo pretende la corrección del día (de 13 
de febrero a 14 de febrero), no así, del mes y año de la fecha 
de su nacimiento, de lo que puede pensarse, en principio, 
que también es un error material, esta Sala de conformidad 
con las consideraciones supra señaladas debe reiterar que 
el Poder Judicial sí tiene jurisdicción. Así se declara”; TSJ/
SPA, Sent. Nº 00866 del 22-9-10, http://www.tsj.gov.ve/
decisiones/spa/septiembre/00866-22910-2010-2010-0700.
html “Analizado el caso concreto, se observa que la solicitud 
del accionante, llevaría en principio, a aplicar el supuesto 
normativo previsto en el art. 145 ...No obstante, considera 
esta Sala que en el caso de autos declarar que el Poder 
Judicial no tiene jurisdicción, comportaría una dilación 
perjudicial al actor, que negaría su derecho constitucional 
de tener acceso a una administración de justicia expedita 
y sin dilaciones indebidas, al imponerle que acuda ante la 
Administración para hacer valer sus derechos, cuando ya 
había escogido la vía jurisdiccional. Véase también: Juzgado 
de los Municipios José Félix Ribas y José Rafael Revenga de 
la Circunscripción Judicial Del Estado Aragua, Sent. 9-2-11, 
http://aragua.tsj.gob.ve/decisiones/2011/febrero/236-9-
4123-11-.html ; Juzgado de los Municipios José Félix Ribas 
y José Rafael Revenga de la Circunscripción Judicial del 
Estado Aragua, Sent. 30-11-10, http://aragua.tsj.gob.ve/
decisiones/2010/noviembre/236-30-3653-.html ; Juzgado 
Primero de Municipio de la Circunscripción Judicial del 
Área Metropolitana de Caracas, Sent. 15-2-11, http://cfr.
tsj.gov.ve/decisiones/2011/febrero/2148-15-AP31-S-2011-
000196-.html

 (206) Siendo uno de los supuestos la no corresponden-
cia con el género, pero no aquella derivada de trastornos 
de género como la transexualidad, porque ello responde 
a un cambio de estado de fondo del que debe conocer la 
autoridad judicial. Véase: Domínguez Guillén, Ensayos..., 
p. 601, “Si bien el nuevo art. 146 de la LORC al señalar 
dentro de las hipótesis de cambio de nombre que “no se 
corresponda con su género” ello no permite incluir el su-
puesto de transexualidad, pues éste supone un cambio de 
fondo, que puede afectar intereses de terceros, por lo que 
debería ser resuelto con las debidas garantías del respectivo 
procedimiento judicial”.
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como ha acontecido en decisiones judiciales previas 
de dicha ley.  (207)

Así pues, la posibilidad de cambio de nombre 
continúa siendo excepcional y reducida a los casos 
que afecten la dignidad o el honor de una persona. 
Al efecto afirma una reciente decisión judicial: “El 
nombre civil nunca es cambiable voluntariamente, 
por ninguna causa o motivo. Ahora bien, el de pila 
que forma parte del antes citado, en una relación de 
continente a contenido, si es modificable por una 
sola vez (Artículo 146 de la nueva Ley Orgánica de 
Registro Civil), y solo en fundamento a determina-
dos motivos o razones, tales como de exposición al 
escarnio público; a la burla y ridiculez; en fin, según 
se atente a su integridad moral, honor y reputación, o 
bien no se corresponda con el género de la persona( 
por ej: Mentecato Pérez, Timorato Ríos, Juan Me-
quetrefe, o Teresa Ramos, siendo varón la persona, 
entre otros supuestos). O bien por evidentemente ir 
contra el orden público o las buenas costumbres 
(Dictador Suárez, Matasiete Rivas, Pederasta Soto, 
etc.)”.  (208)

Encontramos la siguiente decisión judicial 
dictada con anterioridad a la LORC que consagra 
el cambio de nombre pero con perfecta vigen-
cia en la actualidad pues según indicamos los 
trastornos de género constituyen un asunto de 
fondo que debería ser competencia exclusiva 
del Juzgador: “Sin embargo, aun cuando nuestra 
legislación considera inmutable el nombre con 
que fue registrada una persona por ser materia 
de orden público, no aceptando en principio el 
cambio, pudiera considerarse la procedencia, 
por vía de excepción en alguno de los casos, por 
ejemplo en materia de adopción o cuando el tér-
mino afecta la dignidad de la persona. En efecto, 
la doctrina ha referido que dado que el nombre 
es el atributo individulizador por excelencia de 
la persona, no puede estar constituido por un 
término que denigre o avergüence al portador, 
por lo que por vía de excepción ha admitirse 
el cambio de nombre si éste afecta la dignidad 

 (207) Véase: Domínguez Guillén, María Candelaria: Algu-
nas sentencias que declaran el cambio de sexo. En: Revista 
de la Facultad de Ciencias Jurídicas y Políticas de la Univer-
sidad Central de Venezuela N° 130, 2007, pp.53-100.

 (208) Juzgado del Municipio Andrés Bello de la Cir-
cunscripción Judicial del Estado Miranda, Sent. 8-2-11, 
Exp. 2010-685, http://miranda.tsj.gov.ve/decisiones/2011/
febrero/118-8-2010-685-.html

del sujeto (Domínguez Guillén, María Cande-
laria: Ensayos sobre capacidad y otros temas 
de derecho civil. Caracas, Tribunal Supremo 
de Justicia, Colección Nuevos Autores N° 1, 
2001, p. 454). Precisamente, se ha considerado 
que colocar un nombre evidentemente perte-
neciente al sexo contrario del portador afecta 
la dignidad de la persona, porque el nombre 
es indicativo del sexo, de allí que se precise su 
adecuación al género del portador. “No debe 
admitirse la colocación de un nombre que no 
se corresponda con el sexo de la persona. Esto 
último en atención a la naturaleza del instituto 
y en razón de la dignidad y respecto que me-
rece toda persona humana” (Ibíd., p. 418). La 
existencia de nombres neutros que no reflejan 
connotación alguna al sexo (Rudy, Abigail, 
Michell, etc.) haría innecesario un cambio de 
nombre, pero este no es el caso planteado. 
De tal suerte, que en el caso bajo análisis, una 
vez concedido el cambio de sexo en la partida 
se precisa la correspondiente adaptación del 
nombre de pila. En el supuesto que se analiza 
se ha utilizado un nombre femenino para iden-
tificar a un sujeto del género masculino y exista 
afrenta social por el nombre mismo, analizadas 
claro ésta, las circunstancias orientadas en este 
sentido, plenamente valoradas por el Tribunal, 
ya que solo con la modificación del nombre, se 
pueda lograr identificar a la persona. Ergo, se 
trataría con la modificación de ajustar el acta 
a la verdadera realidad biológica y social del 
sujeto interesado y no a un simple capricho. Tal 
proceder se hallaría ajustado a derecho, siempre 
y cuando además, esté probado que el cambio 
no implica actuar de mala fe, no se contraría la 
moral y no se defraude o pretenda establecer o 
modificar la filiación”.  (209)

El citado artículo 146 de la LORC consagra la 
posibilidad de cambio de nombre del de menor 
de edad no con la redacción más feliz  (210) por-
que refiere que una vez llegada a la mayoridad 
podrá precisar de nuevo el cambio pero ello 
debería quedar reducido al caso en que el menor 

 (209) Juzgado Primero de Primera Instancia en lo Civil, 
Mercantil y del Tránsito de la Circunscripción Judicial 
del Estado Miranda, Sent. 28-10-05, Exp. 23.659, http://
miranda.tsj.gov.ve/decisiones/2005/octubre/101-28-
23.659-.html

 (210) Véase: Varela Cáceres, El nombre civil..., pp. 270-
272.
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actuó a través de sus representantes en razón de 
su incapacidad, lo que excluiría la petición directa 
por tener capacidad de obrar especial que la ley le 
concede a los 14 años.  (211)

Al supuesto que afecta la dignidad se agrega la 
posibilidad de cambiar el nombre de pila en el 
caso especial de la adopción prevista en los artícu-
los 500 y 501 de la LOPNNA.  (212) Anteriormente 
se decía que era posible en el caso de extranjeros 
pero varió con la ley especial de la materia.  (213)

7.2. Apellidos o nombre patronímico

 (211) Domínguez Guillén, Manual de Derecho Civil 
I..., p. 160.

 (212) Art. 500. “Decisión. De no haber oposición a la 
adopción o de declararse improcedente la misma, el juez 
o jueza debe proceder, de inmediato, a oír la opinión del 
niño o niña o el consentimiento del adolescente, tanto 
con respecto a la adopción, como a la modificación de su 
nombre propio, si es el caso, así como el consentimiento y 
las opiniones de las demás personas mencionadas en los 
arts. 414 y 415 de esta Ley, con excepción de los progeni-
tores, cuyo consentimiento debe constar en el expediente 
administrativo antes de que se determine la condición de 
adoptabilidad legal del respectivo niño, niña o adolescente. 
Si el caso lo requiere, el juez o jueza puede solicitar los ser-
vicios auxiliares del equipo multidisciplinario del Tribunal. 
Finalizado lo anterior, el juez o jueza debe decidir sobre 
la procedencia o no de la adopción solicitada.” Art. 501. 
“Decreto de adopción. El decreto que acuerde la adopción 
debe expresar si la misma es individual o conjunta, nacional 
o internacional. El adoptado o adoptada debe conservar 
su nombre propio, a menos que se haya solicitado opor-
tunamente la modificación del mismo y el juez o jueza la 
autorice”. Véase también: art. 494, letra c, eiusdem. Véase: 
Várela Cáceres, El nombre..., p. 275, el autor alude a que 
en tal caso procede el cambio de nombre de pila por vía de 
consecuencia; Aguilar Gorrondona, Derecho..., p. 165.

 (213) Si la ley de su nacionalidad lo autorizaba porque 
la ley ordenaba aplicar en esta materia (estado y capaci-
dad) el derecho correspondiente a la nacionalidad, según 
las normas de Derecho Internacional Privado (arts. 9 y 
26 CC). Sin embargo, posteriormente la Ley de Derecho 
Internacional Privado indica en su art. 16: “La existencia, 
estado y capacidad de las personas se rigen por el Derecho 
de su domicilio”. El art. 11 eiusdem califica el domicilio 
como la residencia habitual. Véase: Hernandéz-Bretón, 
ob. cit., p. 615, “el nombre civil se regula por el derecho del 
domicilio de la respectivo persona”; Oyarzábal, ob. cit., p. 
463, “la competencia de los jueces argentinos para autori-
zar cambios de nombres por vía principal, viene dada por 
el domicilio de la persona en jurisdicción argentina”. Por 
lo que podemos decir que actualmente, los extranjeros 
que tengan su domicilio en Venezuela no podrán efectuar 
cambio de nombre sino en los supuestos excepcionales 
previstos en la LORC.

7.2.1. Por vía principal

Si admitimos que el nombre civil no debe estar 
compuesto por una palabra o término que deni-
gre al individuo, ello ciertamente es extensible 
al apellido. Poco sentido lógico tendría limitar la 
posibilidad de cambio al nombre de pila o pre-
nombre, si el término que compone el nombre 
patronímico es el que hace penosa la vida del 
sujeto. De allí que con base a los razonamientos 
que justifican el cambio de nombre civil en ge-
neral debe admitirse la posibilidad enteramente 
excepcional de cambiar por vía principal el ape-
llido cuando éste configura un término contrario 
a la dignidad humana. En tal caso la vía procesal 
en Venezuela sería el procedimiento de rectifica-
ción de partidas y nuevos actos del estado civil 
consagrado en el CPC (arts 768 y ss.) toda vez que 
el cambio en sede administrativa que consagra la 
LORC está reducido al “nombre de pila” según se 
deriva del citado artículo 146. De allí que el órgano 
jurisdiccional es el competente en tal caso, según 
indicó el Tribunal Supremo de Justicia al referirse 
al apellido.  (214)

También podría acontecer en la práctica que 
la palabra que conforma el nombre de pila o pre-
nombre por sí sólo no afecte la dignidad del indi-
viduo, así como tampoco el término que conforma 
apellido, pero que la unión de ambos elementos 
en su necesario conjunto constituya una expresión 
que vulnere al sujeto.  (215) En tales supuestos 
excepcionales debe admitirse el cambio de uno 
de los elementos, preferiblemente el prenombre 
que no viene determinado por la filiación, aunque 
todo dependerá del caso concreto.

7.2.2. Por vía de consecuencia

El cambio de apellido por vía de consecuencia 
es simplemente producto de la variación del sta-
tus filiatorio. Por ejemplo por el establecimiento 
posterior de la filiación extramatrimonial bien 
sea mediante reconocimiento voluntario o en su 
defecto forzoso. La doctrina cita además del reco-
nocimiento, la adopción, el desconocimiento por 

 (214) Véase citado supra: TSJ/SConst., Sent. 1443 del 14-
8-08, http://www.tsj.gov.ve/decisiones/scon/agosto/1443-
140808-05-0062.htm “únicamente mutable por vía de 
declaración judicial”

 (215) Una alumna señaló un ejemplo real que conoció, 
según el cual el nombre de pila era “Pepita” y el apellido 
“Parada”.
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parte del marido, la nulidad o impugnación del re-
conocimiento y la extinción de la adopción.  (216) 
De allí que encontramos una sentencia que indica 
“En cuanto al apellido, este es cambiable por cau-
sas legales sobrevenidas, (Inserción o anulación 
de Partidas de Nacimiento; Reconocimiento o 
anulación de los mismos; Desconocimiento de la 
Paternidad o Maternidad; Inserciones o anulación 
de actas de matrimonio, etc.). Estos cambios de 
posición, aparición, adición o de desaparición del 
patronímico o nombre de familia, en el nombre 
civil se rigen por las previsiones del artículo 235 
y siguientes del Código Civil. Como se ha expre-
sado, también interesa al estado la transparencia, 
claridad y rectitud en las modificaciones, totales 
o parciales, de los nombres identificatorios de los 
ciudadanos, pues ello es garantía de la seguridad 
identificatoria de las personas, indispensable al 
establecimiento de responsabilidades en el orden 
público, judicial y socio-político”.  (217)

En tal sentido dispone el artículo 236 del CC a 
propósito del establecimiento posterior de la filia-
ción (supuestos del artículo 238 y 239 eiusdem): “Si 
la filiación ha sido establecida con posterioridad 
a la partida de nacimiento, el hijo podrá usar los 
nuevos apellidos. En este caso deberá comunicar 
el cambio al Servicio Nacional de Identificación, 
mediante la presentación del instrumento o la 
sentencia judicial en que conste la prueba de la 
filiación. Y agrega el artículo 237 del CC: Si el es-
tablecimiento de la filiación tiene lugar durante la 
minoridad del hijo, el cambio de apellido a que se 
contrae el artículo anterior, podrá ser formalizado 
del mismo modo, por el padre o la madre, con 
autorización del Juez de Menores del domicilio 
del hijo, quien lo acordará oído al menor, si éste 
es mayor de doce años. El derecho de que trata 
este artículo cesa para los padres cuando el hijo 
haya contraído matrimonio; en este caso la opción 
corresponderá únicamente a él.  (218)

 (216) Aguilar Gorrondona, ob. cit., p. 166. Véase también: 
Hung Vaillant, ob. cit., pp. 202 y 203; Graterón Garrido, ob. 
cit., p. 85; Zerpa, ob. cit., p. 78; Marín Echeverría, ob. cit., 
pp. 60 y 61.

 (217) Juzgado del Municipio Andrés Bello de la Cir-
cunscripción Judicial del Estado Miranda, Sent. 8-2-11, 
Exp. 2010-685, http://miranda.tsj.gov.ve/decisiones/2011/
febrero/118-8-2010-685-.html

 (218) Véase comentando la norma: Aguilar Gorrondona, 
ob. cit., pp. 163 y 164; Hung Vaillant, ob. cit., pp. 199 y 200; 
Marín Echeverría, ob. cit., p. 51; La Roche, ob. cit., pp. 81 y 

Las normas citadas del Código Sustantivo 
prevén que ante el establecimiento posterior de 
la filiación extramatrimonial, el cambio de ape-
llido a la regla inicial (primer apellido del padre 
seguido del primero de la madre) es meramente 
facultativo,  (219) esto con base a la incomodidad 
que supone un cambio de documentación, así 
como la circunstancia de que el término utilizado 
forma parte sustancial de la identidad del indivi-
duo con proyección moral o psicológica, esto es 
el asunto transciende al simple término. Se señala 
que en caso de cambio se deberá comunicar al 
Servicio Nacional de Identificación acompañado 
de los correspondientes recaudos probatorios, 
distinguiéndose al efecto si el interesado es mayor 
de edad o menor de edad no emancipado. Si es 
mayor de edad o menor emancipado obviamente 
dirige la petición por sí solo, pero si se trata de un 
menor de edad no emancipado, el cambio precisa 
de la actuación de los progenitores ante el Juez, 
escuchando necesariamente la opinión del hijo 
cualquiera que sea su edad, pues aunque la norma 
aluda a mayor de 12 años, por aplicación del artí-
culo 12 de la Convención sobre Derechos del Niño 
y 80 de la LOPNNA siempre se deberá escuchar 
su opinión.  (220) Ello aplica al establecimiento 
posterior de la filiación tanto en los citados casos 
de los artículos 238 y 239 del Código Civil.

82; Contreras Briceño, ob. cit., p. 44; Viso, ob. cit.,, pp. 522 y 
523; Zerpa, ob. cit., p. 78; García de Astorga, ob. cit., pp. 69 y 
70; Perera Planas, ob. cit., pp. 254 y 255; Correa Aponte, ob. 
cit., pp. 51 y 52; Bocaranda E., ob. cit., pp. 151-153.

 (219) Véase sobre el carácter potestativo o facultativo de 
dicho cambio de apellido en razón de la palabra “podrá” 
con la notificación al Servicio de Identificación; Aguilar 
Gorrondona, ob. cit., p. 163 refiere el carácter irreversible 
una vez realizado el cambio; Contreras Briceño, ob. cit., p. 
143; Hung Vaillant, ob. cit., pp. 199 y 200; Viso, ob. cit., p. 
523; Zerpa, ob. cit., p. 78.

 (220) Véase: Orientaciones sobre la garantía del derecho 
humano de los niños, niñas y adolescentes a opinar y ser 
oídos en los procedimientos judiciales ante los Tribunales 
de Protección, Tribunal Supremo de Justicia, Sala Plena, 25-
4-07 (http://www.tsj.gov.ve/informacion/acuerdos/Acue-
do%20Ni%C3%B1os-25-04-07.htm GO 38.705 de 14-6-07); 
Dubuc Pineda, Enrique: Notas sobre el acto procesal de oír 
la opinión de los niños, niñas y adolescentes. En: La garantía 
del derecho de los niños, niñas y adolescentes a opinar y 
ser oídos en los procedimientos judiciales. Recopilación de 
aportes para la formación en el ámbito judicial. Caracas, Tri-
bunal Supremo de Justicia y Fondo de las Naciones Unidas 
para la Infancia (UNICEF), 2008, pp. 69-94.
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Llama la atención la impropiedad contenida en 
algunas decisiones judiciales donde se pretende 
un cambio automático del apellido una vez esta-
blecida la paternidad  (221) y el levantamiento de 
una nueva partida con base al artículo 236 del CC 
 (222) (que como señalamos lo que dispone es un 
cambio facultativo de apellido en caso de estable-
cimiento posterior de la filiación). Vale reiterar 
que dicho cambio no precisa de pronunciamiento 
judicial sino de la notificación al Servicio Nacional 
de Identificación.

Ahora bien, indicamos que tanto la LPFMP 
(arts. 27 y 29)  (223) así como la LORC (art. 91) 

 (221) Véase incorporando el cambio en el ítem tercero 
no obstante aceptar su carácter facultativo en el punto 
quinto: Juzgado Segundo de Primera Instancia en lo Civil, 
Mercantil, Agrario, del Tránsito, del Trabajo, de Estabilidad 
Laboral y Bancario del Primer Circuito Judicial del Estado 
Sucre, Sent. 13-12-04, Exp. 08854-04, http://sucre.tsj.gov.ve/
decisiones/2004/diciembre/1241-13-08854-.html TERCE-
RO: Que los ciudadanos..., deberán aparecer y registrarse 
con el primer apellido del padre “MUNDARAY”, y con el 
primer apellido de la madre “RAMOS”, los cuales formarán 
en ese orden los apellidos, quedando identificados como..., 
conforme a lo previsto en el art. 235 del Código Civil. QUIN-
TO: Establecida como ha sido la filiación con posterioridad 
a la partida de nacimiento, los hijos reconocidos podrán 
usar los nuevos apellidos en el orden indicado ut supra, 
debiendo comunicar el cambio al Servicio Nacional de 
Identificación Oni-Dex, mediante la presentación de la 
copia certificada de la presente decisión, conforme a lo 
previsto en el art. 236 del Código Civil”

 (222) Véase: Tribunal Primero de Primera Instancia de 
Juicio de Protección de Niños, Niñas y Adolescente de la 
Circunscripción Judicial del Estado Bolivariano de Miranda, 
Sent. 29-2-12, Exp. JJ1-294(13.762)-10, http://miranda.tsj.
gov.ve/decisiones/2012/febrero/2445-29-JJ1-294-10-.html 
“...en la audiencia de juicio, la Representación Fiscal, la 
Defensora Pública del adolescente y el Defensor Judicial 
de los Desconocidos, no objetaron el reconocimiento y 
solicitaron se procediera a remitir ordenar lo conducente 
a los fines que la niña tuviese el apellido de su padre falle-
cido... Se ordena asentar una nueva partida de nacimiento 
del ciudadano IDENTIDAD OMITIDA, de conformidad con 
el art. 236 del Código Civil, la cual no contendrá mención 
alguna de este procedimiento...”

 (223) Véase: Domínguez Guillén, Ensayos..., pp. 575 y 
576, Ahora bien, en cuanto a la incongruencia de la ley de 
indicar que el reconocimiento del progenitor en vía admi-
nistrativa genera el levantamiento de una nueva partida 
(art. 27), así como si la experticia respectiva confirme la 
paternidad (art. 29), en sana lógica no debería escapar de las 
consideraciones indicadas, pues si ha mediado un tiempo 
considerable entre uno u otro reconocimiento ello puede 
repercutir negativamente en la identificación del niño o 
niña. De allí que en beneficio del propio interés del niño, 

 (224) pretenden imponer el levantamiento de 
una nueva partida dejando sin efecto la anterior 
dado el posterior establecimiento de la filiación, 
sin distinguir cuanto tiempo ha mediado entre 
una y otra, lo cual se revela perjudicial a los 
efectos del interés del menor si ha transcurrido 
un lapso considerable a los fines de la docu-
mentación y consolidación de la identidad. Por 
ello el CC (art. 236 y 237) admite que los efectos 
derivados del reconocimiento filiatorio no de-
penden propiamente del cambio de apellido. 
Por lo que en tal caso, solo un tiempo relativa-
mente corto podría justificar la existencia de 
una nueva partida.  (225)

Sin embargo, en términos generales, la doc-
trina se muestra dudosa del sistema facultativo 
de cambio de apellido por vía de consecuencia 
en caso de establecimiento posterior de la fi-
liación.  (226)

8. Apellido de la mujer casada

Dispone el artículo 137 del CC: “Con el matri-
monio el marido y la mujer adquieren los mis-
mos derechos y asumen los mismos deberes. Del 
matrimonio deriva la obligación de los cónyuges 
de vivir juntos, guardarse fidelidad y socorrerse 
mutuamente. La mujer casada podrá usar el 
apellido del marido. Este derecho subsiste aún 
después de la disolución del matrimonio por 
causa de muerte, mientras no contraiga nuevas 
nupcias. La negativa de la mujer casada a usar 

que tiene rango constitucional (art. 78) si ha mediado un 
tiempo considerable (que genere inconvenientes en cuanto 
a la documentación del menor) entre la primera partida 
y la que pretende ser la definitiva, no debería levantarse 
una nueva sino incorporarse —como era y debería seguir 
siendo— el reconocimiento mediante la respectiva nota 
marginal y que la determinación de los apellidos siguiera la 
suerte de las normas establecidas en los arts. 235 y ss. del CC. 
Situación semejante sobre el carácter temporal de la prime-
ra partida lo prevé el art. 91 de la LORC. Caso contrario, en 
virtud del interés superior del niño o adolescente, creemos 
que deben quedar vigentes las citadas normas de los arts. 
236 y 237, que prevén la discrecionalidad del interesado en 
el cambio de apellido.

 (224) Véase supra N° 6.2.3.

 (225) Véase: Ibíd., pp. 586 y 587.

 (226) Véase: Várela Cáceres, El nombre..., p. 279, el autor 
comenta que al parecer los funcionarios de identificación 
proceden a rotular los apellidos que del acta se infieren 
aunque sea por vía de nota marginal, lo que propicia que 
dicha facultad sea un simple deseo.
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el apellido del marido no se considerará, en 
ningún caso, como falta a los deberes que la Ley 
impone por efecto del matrimonio” (Destacado 
nuestro).

De la norma anterior se deduce la posibilidad 
de la mujer casada de utilizar o adicionar a su 
apellido el de su marido. De allí que la doctrina 
patria se refiere al supuesto bajo análisis como 
“adición de apellido”.  (227) Tal adición aunque 
la ley no lo indique expresamente suele tener 
lugar precedida por la partícula “de” a fin de no 
confundir el estado filiatorio con el de casada.

Cuando se extingue el matrimonio, debe dis-
tinguirse si ello acontece por muerte o por divor-
cio. En el primer caso, la propia norma como una 
suerte de recuerdo piadoso permite a la viuda 
seguir utilizando el apellido de casada mientras 
no contraiga nuevo matrimonio.  (228) Ahora, 
ciertamente en caso de divorcio nos pronun-
ciamos radicalmente por la no utilización del 
apellido de casada de la mujer divorciada. En tal 
sentido Marín Echeverría indica: “Entendemos, 
aunque la ley no lo dice, que si el matrimonio 
termina por divorcio la mujer no podrá seguir 
usando el apellido de su exesposo, porque, en 
primer lugar, la disposición legal admite la ex-
tensión del uso del apellido del marido después 
de extinguido el vínculo matrimonial únicamen-
te en el caso de muerte y, en segundo lugar, en 
protección de los intereses de éste, deben evi-
tarse los perjuicios que podrían ocasionársele 
por tal motivo, pues no debe olvidarse que en el 
caso concreto de la mujer casada en realidad de 
lo que se trata de hacer un aditivo al apellido que 
a ella le corresponde”.  (229)

 (227) Véase: Aguilar Gorrondona, ob. cit., p. 167; Graterón 
Garrido, ob. cit., p. 84; Zerpa, ob. cit., p. 78. Véase: Contreras 
Briceño, ob. cit., p. 145, alude a “adición del nombre”.

 (228) Véase: Juzgado Superior Primero en lo Civil, Mer-
cantil, del Tránsito, Bancario y de protección del Niño y del 
Adolescente de la Circunscripción Judicial del Estado Cara-
bobo, Sent. 13-7-06, Exp. 4550, http://carabobo.tsj.gov.ve/
decisiones/2006/julio/725-13-4550-.html “De esta norma 
jurídica se desprende que la mujer que ha quedado viuda 
puede continuar usando el apellido de su marido fallecido 
mientras no contraiga nuevas nupcias...”

 (229) Marín Echeverría, ob. cit., p. 52. En el mismo 
sentido: Fierro Herrera, Helena: La mujer en la legislación 
venezolana. En: Revista de la Facultad de Ciencias Jurídicas 
y Políticas Nº 100, Caracas, UCV, 1996, p. 252, no es obliga-

Sin embargo, surge la pregunta sobre la suerte 
de aquella mujer divorciada que utilizó el apellido 
de casada haciéndose sustancialmente famosa 
con el mismo, situación que se consideró en los 
respectivos debates parlamentarios.  (230) Algunos 
se pronuncian a favor de la conservación del ape-
llido de casada  (231) y se cita algún caso en que se 
admite la posibilidad de autorización del excón-
yuge a la mujer divorciada a seguir utilizándolo, 
 (232) aunque se podrá objetar que se trata de un 
instituto de orden público y por tal sustraído de la 
voluntad de los particulares. La doctrina francesa 
propone resolver tal supuesto excepcional con la 
utilización de la partícula “ex” (233) que se corres-
pondería con un estatus real. La discusión revela la 
inconveniencia que para la mujer pudiere derivar 
de la adición del apellido de su cónyuge.

Finalmente, ante la posibilidad de que bajo el 
imperio del CC anterior de 1942, la no utilización 
del apellido del marido pudiera considerarse 
subsumible en la causal de divorcio de “injuria”, 
la norma actual aclara que el no uso no configura 
incumplimiento de los deberes conyugales.

El hombre no puede utilizar el apellido de su 
esposa porque la posibilidad legal de la mujer 
solo proyecta un convencionalismo social; pero 
contrariamente nunca en Venezuela el mismo 
fue predicable respecto del varón. Por lo que mal 
cabe alegar violación al principio de igualdad al 

torio para la mujer casada usar el apellido del marido pero 
si se divorcia debe eliminarlo.

 (230) Véase D.D.C.D., Marzo-julio 1.981, t. XI, Vol. I, 
sesión del 23-3-81, pp. 93 y 94, discusión parlamentaria a 
fin de suprimirse del art. 187 del CC que indicaba que la 
mujer divorciada no podrá seguir utilizando el apellido de 
su exmarido. Se pretendía colocar una parte que indicara 
que en caso de divorcio la mujer divorciada podría seguir 
utilizando el apellido del marido con autorización de éste, 
para algunos del Juez. Finalmente fue aprobada la posición 
de Lairet en el sentido de eliminar dicha parte: Véase tam-
bién: El Proyecto de Ley sobre el Nombre y la Protección de 
la Personalidad disponía que la mujer divorciada llevará su 
apellido de soltera, a menos que el marido la autorizara en 
forma auténtica para que continuara usando su apellido.

 (231) Véase: D´Jesús, Antonio: Derecho de Familia. Ca-
racas, Paredes Editores, 1991, p. 58.

 (232) Véase: Correa Aponte, ob. cit., pp. 137 y 138, cita 
sentencia de fecha de 29 de marzo de 1971 del Juzgado 
Cuarto de Primera Instancia en lo Civil del Distrito Federal 
y Estado Miranda (constituido en asociados).

 (233) Véase: Ripert y Boulanger, ob. cit., p. 48.
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respecto según indicó la extinta Corte Suprema 
de Justicia.  (234)

Finalmente, vale indicar que no obstante la 
equiparación de efectos consagrada en el artículo 
77 de la Constitución entre matrimonio y concu-
binato, por tratarse este último de una situación 
fáctica que generalmente surge en forma espon-
tánea, la adición formal no resultaba predicable 
en principio respecto de la concubina a decir de 
la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de 
Justicia dada la carencia de acta,  (235) aunque 
actualmente la reciente LORC consagra la posibili-
dad de registrar tal situación de hecho  (236) lo que 
podría servir de base para sostener la utilización 
formal del apellido del concubino. Sin embargo, 
la utilización social del apellido con la venia del 
concubino puede ser importante elemento de 
prueba de dicha situación de hecho en caso de 
acudirse a la vía jurisdiccional.  (237)

 (234) Véase: CSJ/Corte en Pleno, Sent. 29-4-97, Oscar 
Pierre Tapia, CSJ abril 1.997, pp. 255-267. Puede consultarse 
igualmente la referida sentencia en: Jurisprudencia Ramírez 
y Garay, T. 143, pp. 822-826: En Venezuela no existe la posi-
bilidad de que el marido pueda usar el apellido de su esposa. 
el art. 137 del CC no es inconstitucional por discriminatorio 
contra los hombres al no poder utilizar el apellido de su 
esposa, pues la norma responde a un simple convencio-
nalismo social, - en tanto que al norte de Francia puede 
hablarse más bien de una costumbre para los hombres. En 
Venezuela, el hecho de que el marido tenga la facultad de 
usar el apellido de su cónyuge en las mismas circunstancias, 
no es, ni ha sido nunca, ni uso ni convencionalismo social y 
pretenderlo así, implicaría un redimensionamiento del tra-
tamiento legislativo de la institución del nombre. Indica la 
Corte que los convencionalismos sociales inveterados nada 
tienen que ver con la igualdad jurídica, pues pretender que 
el hombre tiene derecho al apellido de su esposa, sería lo 
mismo por ejemplo que decir que el hombre al estar sentado 
y ser saludado por una dama tenga el derecho de perma-
necer sentado al igual que las otras damas, o que como en 
otras culturas el hombre tenga el derecho de que se le bese 
la mano. No hay pues discriminación por los convenciona-
lismos, la igualdad es en cierta forma entendida en cuanto 
a la dignidad de la persona, en derechos fundamentales o 
esenciales de todo individuo humano.

 (235) Véase: TSJ/SConst., sent. 1682 del 15-7-05, “A juicio 
de esta Sala, la utilización de apellidos distintos al propio, 
como sería para la mujer el del marido, es un derecho que 
le nace solamente del acto matrimonial, que conlleva a que 
añada algo a su identidad, y que se ve sostenido por el acta 
de matrimonio que refleja un nuevo estado civil”.

 (236) Véase: LORC, art. 117-122.

 (237) Domínguez Guillén, Manual de Derecho de Fami-
lia..., p. 461. “Por la propia dinámica de la “situación” de he-
cho concubinaria que precisa de ser probada judicialmente 

No creemos que la adición del apellido de la mu-
jer casada, presente el mismo carácter irreversible 
que la doctrina le atribuye al cambio de apellido por 
vía de consecuencia.  (238) Se trata de dos estados 
familiares diferentes, pues la filiación a diferencia 
del matrimonio en principio no se extingue. Y cabe 
recordar que la adición del apellido responde a un 
simple convencionalismo social de antaño.

Finalmente, el citado artículo 137 CC es claro que 
la facultad de utilizar el apellido del cónyuge corres-
ponde exclusivamente a una decisión de la mujer, 
no de terceros,  (239) ni de órganos administrativos 
como el Servicio Nacional de Identificación.  (240)

9. Seudónimo

Hemos definido el seudónimo como “un nombre 
artificial escogido convencionalmente por el indivi-

en cuanto a su tiempo de duración y que generalmente se 
acude a ello una vez culminada la misma a falta de acuerdo 
entre las partes, no vemos tampoco predicable respecto de 
la concubina la utilización del apellido de la mujer casada 
que establece el art. 137 de Código Civil por lo menos en lo 
que respecta al cambio formal ante el Servicio Nacional de 
Identificación. Sin embargo, la posibilidad de usar el ape-
llido del concubino como parte de sus relaciones sociales y 
no a nivel de negocios jurídicos, si tuviere lugar con la venia 
del concubino, podría servir como elemento indicativo de 
la correspondiente posesión de estado”.

 (238) En sentido contrario, a favor del carácter definitivo 
de la adición de apellido de la mujer casada, se pronunció en 
nuestra lección pública del concurso de oposición el profe-
sor Levis Ignacio Zerpa. A favor o en apoyo a nuestra postura 
también en dicho Jurado, la profesora Haydee Barrios.

 (239) Juzgado Primero de Primera Instancia en lo Civil, 
Mercantil y del Tránsito de la Circunscripción Judicial del 
Estado Miranda, Sent. 14-5-07, Exp. 26236, http://miranda.
tsj.gov.ve/decisiones/2007/mayo/101-14-26236-.html “De 
la supra citada norma, se desprende que toda mujer casada 
“podrá” usa el apellido del marido, lo que demuestra una 
situación facultativa para aquella mujer de que se tratare, 
no siendo prevista en esta disposición legal, la posibilidad 
de que terceros soliciten el uso del apellido in comento; 
por lo que para quien aquí suscribe, resulta totalmente 
improcedente, en el caso de marras, insertar el apellido de 
casada de la progenitora del solicitante en su partida de 
nacimiento; toda vez que tal requerimiento corresponde 
exclusivamente a la madre del mismo”

 (240) Véase nuestros comentarios en: Domínguez Gui-
llén, Ensayos..., p. 593. Allí referimos la experiencia personal 
al acudir al Servicio Nacional de Identificación a solicitar el 
cambio de “casada” en la cédula de identidad, y el funciona-
rio pretendía hacer una cambio automático en el apellido no 
obstante nuestra manifestación en contrario, y al efecto nos 
requirieron que fuera la misma fuese por escrito.
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duo para cierto ámbito, a fin de ocultar su nombre 
civil o su identidad”.  (241) Se trata de un término 
que selecciona el propio sujeto para utilizarlo en 
determinada actividad generalmente para solo 
ocultar su nombre civil y excepcionalmente para 
disfrazar su verdadera identidad.

Otros autores patrios definen al seudónimo 
como “la palabra o conjunto de palabras que 
adopta lícitamente una persona para designarse, 
sustituyendo el nombre civil”;  (242) “apelativo, 
un nombre supuesto que la persona se da a sí 
misma, para disimular o esconder al público su 
verdadero nombre”;  (243) “es una especie de 
cambio de nombre pero sin serlo jurídicamente 
hablando”;  (244) “designación escogida por el 
mismo sujeto, para ocultar su propia identidad”; 
 (245) es un nombre ficticio que la persona se da 
a sí misma con el fin ocultar su identidad;  (246) 
“es un nombre supuesto que la persona se da 
lícitamente a sí misma para ocultar al público 
su nombre verdadero”.  (247) “El seudónimo 
desempeña la función de un verdadero nombre 
con relación a las actividades que su portador 
ha deseado identificar con esta denominación”. 
 (248) “Es la palabra o grupo de palabras que usa 
lícitamente una persona como si fuera su nombre, 
para: ocultar su nombre verdadero, o para cubrir 
su identidad; o para esconder tanto la identidad 
como el nombre”.  (249)

En cuanto a su adquisición, la doctrina discute si 
ésta se produce por la prioridad  (250) en el uso o 

 (241) Domínguez Guillén, Manual de Derecho Civil 
I..., p. 161.

 (242) Aguilar Gorrondona, ob. cit., p. 172. En el mismo 
sentido: Zerpa, ob. cit., p. 79; Peñaranda Quintero, Dere-
cho..., p. 227.

 (243) Graterón Garrido, ob. cit., p. 85. Véase en sentido 
semejante: Valery Vásquez y Ferrer García, ob. cit., p. 73, 
“apelativo que una persona se da a sí mismo para velar al 
público su nombre y apellidos”.

 (244) Ochoa Gómez, ob. cit., p. 256.

 (245) La Roche, ob. cit., p. 243.

 (246) Hung Vaillant, ob. cit., p. 204.

 (247) Correa Aponte, ob. cit., pp. 74 y 75, cita a Ripert y 
Boulanger.

 (248) Oyarzábal, ob. cit., p. 472.

 (249) Rodríguez, ob. cit., p. 162.

 (250) Marín Echeverría, ob. cit., p. 67. Véase también: 
Peñaranda Quintero, Héctor Ramón: La identidad. http://
www.monografias.com/trabajos18/la-identidad/la-iden-

por la notoriedad.  (251) Luces Gil acertadamente 
señala que todo dependerá del caso concreto, 
 (252) posición que luce prudente pues cada su-
puesto podrá presentar características propias 
que harían injusta la imposición radical de un 
criterio.  (253) Dado que generalmente el sujeto se 
hace conocido por la sociedad por el seudónimo 
opacando su nombre civil, esto es, el seudónimo 
llega a exceder el ámbito para el cual fue creado 
(por ejemplo el artístico) debe admitirse la vali-
dez de actos celebrados fuera de éste último con 
el nombre artificial, como sería un contrato de 
prestación de servicios.  (254)

La Sala Constitucional del Tribunal Supremo de 
Justicia se pronunció a propósito de la diferencia 
entre el nombre civil y el seudónimo con ocasión 
de un amparo intentado por un candidato a Al-
calde contra el Consejo Nacional Electoral, pues 
se pretendía utilizar un agregado a su nombre 
o una suerte de seudónimo a los efectos de la 
respectiva inscripción electoral (“Roque”): “Los 
artículos 56 y 57 de la Constitución de la República 
Bolivariana de Venezuela, consagran el derecho 
de todo ciudadano a tener un nombre propio 
compuesto del nombre de pila y los patroní-
micos paterno y materno, esto es el derecho al 
nombre civil con los apellidos del padre y de la 
madre, y a ser inscritos con dicho nombre civil 
en el correspondiente registro, gratuitamente. 
Este derecho, como elemento de identificación 
e individualización de cada ciudadano, por las 
consecuencias jurídicas que comporta, interesa 
al interés general y constituye también un de-
ber. No sucede lo mismo con el seudónimo y el 
sobrenombre que, aún siendo signos distintivos 
de la persona, no tienen la misma entidad que el 

tidad.shtml “En Venezuela no hay disposición legal que 
favorezca la utilización de seudónimo, sin embargo existe 
una gran influencia de la doctrina francesa e italiana que 
establece que el derecho al mismo se adquiere por su uso 
prolongado y ha llegado a tener la misma importancia que 
un nombre”

 (251) Véase: Aguilar Gorrondona, Derecho..., p. 173; 
Hung Vaillant, Derecho..., p. 205; Zerpa, Derecho..., p. 79, 
mediante su uso prolongado llega a adquirir la importancia 
del nombre.

 (252) Véase: Luces Gil, ob. cit., p. 32.

 (253) Véase: Domínguez Guillén, Ensayos..., pp. 698 y 
609.

 (254) Véase: Luces Gil, ob. cit., pp. 30 y 31; Domínguez 
Guillén, Manual de Derecho Civil I..., p. 162.
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nombre civil como elemento de identidad, por lo 
que el derecho de tenerlos para cada ciudadano, 
aunque reconocido y protegido por algunas leyes 
especiales, como lo hace en el caso del seudó-
nimo la Ley sobre Derechos de Autor, no tienen 
rango constitucional. El sobrenombre, por su 
parte, usado a veces como agregado del nombre 
civil o como sustituto del nombre de pila, no 
goza de protección jurídica especial.” (255) Una 
pretensión semejante se planteó ante la misma 
Sala con miras de ser identificado a nivel electoral 
con el seudónimo (Felo), no obstante declararse 
terminado el procedimiento por abandono del 
trámite.  (256)

En efecto, una referencia al seudónimo la en-
contramos en el artículo 7 de la Ley Sobre Derecho 
de Autor.  (257) Rogel Vide distingue también el 

 (255) Véase: TSJ/SConst, Sent. N° 1020 del 11-08-00, 
http://www.tsj.gov.ve/decisiones/scon/agosto/1020-
110800-00-1140.htm , la sentencia agrega: “De acuerdo con 
la ley, es el nombre inscrito en el Registro Civil, el elemento 
de identificación exigido para todos los actos, realizados 
por los ciudadanos, que pretendan surtir consecuencias 
jurídicas inmediatas. En el presente caso, el accionante ha 
denunciado la violación de su derecho a la igualdad consti-
tucionalmente consagrado, violación que se habría verifica-
do cuando el Consejo Nacional Electoral, a su decir, le negó 
su solicitud de incluir impreso en el Tarjetón Electoral, lo 
que él denomina su seudónimo, en las tarjetas correspon-
dientes a las organizaciones políticas que lo postulan para 
optar al cargo de Alcalde, lo cual, a su decir, lo colocaría en 
situación de desigualdad con respecto a otros candidatos. 
No señala el accionante que efectivamente hubiera otros 
candidatos a los que el citado organismo les haya permitido 
incluir en el tarjetón electoral, sus respectivos seudóni-
mos o sobrenombres, y es el nombre civil el elemento de 
identificación exigido, de acuerdo con la ley, por todos los 
órganos del Poder Público para las actuaciones formales 
con consecuencias jurídicas inmediatas, y aunque el uso 
de sobrenombre como elemento agregado al nombre civil 
es lícito, no estando prohibido, no constituye un derecho 
constitucionalmente consagrado. En atención a lo expuesto, 
considera esta Sala que la infracción denunciada por el 
accionante, de su derecho a la igualdad, es improcedente, 
y así se declara”.

 (256) Véase: TSJ/SConst, Sent. N° 2638 del 12-12-01, 
http://www.tsj.gov.ve/decisiones/scon/diciembre/2638-
121201-00-1332.htm refiere la accionante que “ni en los 
requisitos exigidos para la participación por iniciativa 
propia, ni en la Constitución, ni en la Ley Orgánica del Su-
fragio y Participación Política, existe prohibición expresa de 
utilizar el seudónimo con el cual el accionante era conocido 
por el electorado”.

 (257) Contreras Briceño, ob. cit., p. 149; Hung Vaillant, 
ob. cit., p. 205.

“heterónimo” asociado a personas diversas que 
conviven en una misma.  (258)

10. Sobrenombre

El sobrenombre, también denominado “alias, 
mote o apodo” se presenta como un término 
impuesto por terceros  (259) a la persona para 
distinguir a ésta o acompañar a su nombre civil 
o alguno de los elementos de éste. Los autores 
venezolanos lo definen como un “agregado que 
se integra al nombre aunque a veces puede usarse 
separadamente como si fuera un nombre de pila”; 
“nombre ficticio que los demás dan a una persona”. 
 (260) “mención o apodo con que se conoce de 
hecho y en un medio dado a una persona”;  (261) 
“forma de designación especial a través de la cual 
se le conoce, al sujeto, por algunos”.  (262)

En la doctrina patria Juan Manuel Mayorca 
presenta una distinción entre los términos sobre-
nombre, seudónimo, alías y apodo, considerando 
que el primero es el género y los siguientes son sus 
especies, aunque las diferencias que destaca entre 
las últimas no suelan presentarse en la práctica en 
la forma que indica el autor.  (263)

 (258) Rogel Vide, Estudios..., p. 83, indica que cabe hablar, 
también en honor a Fernando Pessoa, de heterónimos, Tal 
es el caso de Pessoa y entre otros, el caso de Fernando Reis, 
poeta inventado por el primero de nacionalidad brasileña 
que a decir magistral de Saramago, sobrevive a su creador 
un año cuando menos.

 (259) Domínguez Guillén, Manual de Derecho Civil 
I..., p. 163.

 (260) Correa Aponte, ob. cit., p. 76.

 (261) Graterón Garrido, ob. cit., p. 86. En sentido seme-
jante: Valery Vásquez y Ferrer García, ob. cit., p. 72, “es la 
mención o apodo con que se conoce de hecho, y en un 
medio dado, a una persona”.

 (262) La Roche, ob. cit., p. 243.

 (263) Véase: Mayorca, Juan Manuel: El Sobrenombre. 
Caracas, Italgrafica SRL, 1986, pp. 15-18, el autor indica que 
en su criterio el género es el sobrenombre y las especies son 
el seudónimo, el alías y el apodo. Refiere que el seudónimo 
lo escoge el sujeto y suprime al nombre completo; el alías 
también es escogido por el sujeto, pero no se produce 
una supresión del nombre original, sino por el contrario 
éste pareciera hacer una aclaratoria en el alías, haciendo 
referencia por lo general a un lugar y utilizando por lo 
general un art., ej. Felix Vargas El Cumanés y Doménico 
Theotocopolis el Greco; El apodo, es colocado por otras 
personas y alude a cualidades o defectos físicos, es usual 
que suprima al nombre o al apellido, Luis González pasa 
a ser Zamuro Luis, El mocho Hernández y Mano´e piedra 
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Si bien su importancia jurídica es escasa,  (264) 
“constituye un elemento valioso en los medios 
policiales para la localización y determinación 
de delincuentes en muchas ocasiones”.  (265) Esto 
porque la construcción del sobrenombre suele ser 
más sencilla o fácil de recordar para los terceros 
que el nombre civil.

El sobrenombre difícilmente se confunde con el 
nombre civil a diferencia del seudónimo porque 
no presenta una estructura semejante. Se trata 
de una imposición popular que suele responder 
a cierta característica del sujeto y que de ser 
negativa generalmente será rechazada por éste. 
 (266) Se indica que el apodo no está destinado a 
esconder el nombre a diferencia del seudónimo. 
 (267) El sobrenombre es si se quiere un destello 
creativo y en ocasiones peyorativo del medio 
social; alguien lo propone y se hace eco en ter-
ceros quienes lo repiten para referirse al sujeto, 
quien puede no responder al término aunque los 
demás lo denominen por tal. De allí la diferencia 
insalvable con el seudónimo que es un segundo 
nombre seleccionado por el propio individuo, en 
ocasiones con proyección jurídica por presentar 
una construcción semejante al atributo por an-
tonomasia.

11. A manera de conclusión

El nombre civil es el atributo individualizador 
por excelencia que permite hacernos presentes 
en cualquier tiempo por la sola mención de las 
palabras que lo componen. Surge desde el inicio del 
tiempo como una necesidad del lenguaje, teniendo 
entre sus funciones individualizar, ser instrumento 
de identidad, indicar el sexo y el estado familiar, así 
como denotar la personalidad del sujeto. Entre sus 
caracteres vale citar las limitaciones impuestas por 

Duran. Podríamos agregar ejemplos locales de lo anterior, 
tales como El Gato “Galarraga”, El Pollo “Brito” o José Luis 
Rodríguez El Puma.

 (264) Aguilar Gorrondona, ob. cit., p. 173. En el mismo 
sentido: Zerpa, ob. cit., p. 79; Peñaranda Quintero, Dere-
cho..., p. 227.

 (265) Contreras Briceño, ob. cit., p. 150.

 (266) Salvo que excepcionalmente sea aceptada por 
el sujeto y se convierta en una suerte de seudónimo que 
surgió por idea ajena y posteriormente fue aceptada por el 
interesado. Véase: Lastra Lastra, ob. cit., pp. 41 y 42.

 (267) Rodríguez, ob. cit., p. 165.

el orden público, ser un signo necesario, general, 
erga omnes, artificial y sintético.

La determinación del nombre civil supone 
distinguir entre sus dos elementos, a saber, el pre-
nombre o nombre de pila y por otro lado el apellido 
o nombre patronímico. El primero lo impone el 
presentante con base a una amplia libertad en el 
orden venezolano, aunque teniendo por límite 
que el término no afecte la dignidad de la persona. 
Los apellidos por su parte son impuestos según las 
reglas legales consagradas en el Código Sustantivo, 
que pretende imponer a toda persona dos apellidos, 
atendiendo en principio a su filiación establecida. 
No creemos que leyes especiales posteriores afec-
ten sustancialmente tales normas.

La posibilidad de cambio de nombre es excep-
cional, limitada a los supuestos en que el término 
afecta la dignidad del sujeto porque dada la trascen-
dencia del instituto mal puede constituir una expre-
sión que denigre al ser humano. La reciente LORC 
consagra en tales casos la posibilidad de cambio de 
nombre de pila por vía administrativa; si el término 
denigrante viene dado por el apellido la posibilidad 
de cambio precisa de sede jurisdiccional, aunque 
según indicamos se admite que ésta última también 
pueda conocer del cambio de prenombre con base 
a la celeridad y tutela judicial efectiva.

La utilización del apellido de la mujer casada 
como reminiscencia de un convencionalismo 
social es meramente potestativo, pero su elimi-
nación a la par del divorcio hace poco recomen-
dable su utilización. Finalmente, hay institutos 
que presentan semejanzas con el nombre civil 
pero a su vez profundas diferencias, a saber, el 
seudónimo y el sobrenombre, el primero lo es-
coge libremente el sujeto para desenvolverse en 
un ámbito determinado, en tanto que el segundo 
por imponerlo los terceros presenta menor tras-
cendencia jurídica.

Luego de un somero paseo por la legislación, la 
doctrina y la jurisprudencia venezolana cabe ob-
servar que al margen de las peculiaridades propias 
de cada legislación, la trascendencia y belleza del 
nombre civil convierten a éste en un atributo de 
universal relevancia práctica. No en vano se afirma 
que el nombre es la persona misma, lo que revela 
que se trata de uno de los institutos jurídicos con 
mayor fuerza y proyección inclusive después de 
la muerte. u


